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PRESIDEN: Señores Representantes Gustavo Bernini (Vicepresidente) y Alfredo Asti (ad hoc). 


MIEMBROS: Señores Representantes Irene Caballero, Marco Correa, Andrés Lima, Gonzalo Mujica, 
Pablo Pérez González, Iván Posada y Alejandro Sánchez. 


DELEGADO 
DE SECTOR: Señor Representante Pablo D. Abdala. 


ASISTEN: Señores Representantes Yerú Pardiñas y Nicolás Pereira; y señor Senador Jorge Gandini. 


INVITADOS: Por las CAF: ingeniero agrónomo Juan D. Vago, Presidente; ingeniero agrónomo Roberto 
Benia, Vicepresidente; ingeniera agrónoma Virginia San Martín, Secretaria; doctor 
Alejandro Nin, Directivo; y señores Ruben Barboza y Luis Frachia, Gerentes. 


Por Sociedad de Productores Forestales: escribano Gerardo Barrios, Vicepresidente; y 
señores Alberto Voulminot y Alberto Brause, Directivos; y Edgardo Cardozo, Gerente. 


Por el Instituto Nacional de Colonización, ingenieros agrónomos Andrés Berterreche, 
Presidente; y Gonzalo Gaggero, Vicepresidente. 


Por la Facultad de Agronomía: ingenieros agrónomos Fernando García, Decano; Pedro 
Arbeleche y Miguel Vassallo, docentes. 


SEÑOR PRESIDENTE (Bernini).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Como verán, tenemos un orden del día bastante extenso. Antes de iniciar el tratamiento del primer punto, 
queremos hacer algunas aclaraciones. En especial, quiero señalar que para la hora 11 figura el Instituto de 
Derecho Tributario, pero la Secretaría nos comunica que, por un error obviamente, involuntario, se generó 
una confusión, por lo que la comparecencia del Instituto quedó para el día 26. Por lo tanto, a la hora 11 no 
vamos a tener una delegación, tal como estaba planteado; sí a partir de la hora 12. 


Por otra parte, estábamos trabajando en la agenda del día 26, de acuerdo con lo que habíamos conversado en 
Comisión, donde teníamos coordinado al Congreso de Intendentes a partir de la hora 10, y luego vendrían 
Montes del Plata, UPM y la Cátedra de Derecho Tributario. El tema es que el día 26 ya fue informado por la 
bancada del Frente Amplio a la Presidencia y supongo que también se habrá transmitido en los ámbitos de 
coordinación interparidaria estaría previsto el tratamiento del proyecto de ley relativo a las prescripciones. 
Luego de hacer un intercambio informal entre los que estábamos presentes antes de empezar la sesión, vimos 
la necesidad de pasar para el día 27 las convocatorias, pero no por la mañana porque el tratamiento del 
proyecto de ley relativo a las prescripciones, que tendrá lugar el miércoles 26, podría demandar muchas 
horas. Por lo tanto, nuestra sugerencia que ponemos a consideración es convocar a partir de la hora 13 del día 
27 a las distintas delegaciones. ¿Qué quedaría? Para el jueves 3 de noviembre el día 2 es feriado nos quedaría 
la convocatoria a los Ministerios, que era lo que habíamos acordado en su oportunidad. 


SEÑOR POSADA.- En realidad, está previsto que la sesión del plenario del día 26 comience a la hora 
10. Es decir que, más allá de que es un tema complejo y arduo debería terminar dentro de los 
márgenes razonables del desarrollo de una sesión, o sea, diez o doce horas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo recuerdo oportunidades en las que nos hablamos entre nosotros para ir 
corriendo el horario de inicio de la Comisión. Entonces, el planteo sigue siendo que comience a la hora 
13. Si recibimos a las cuatro delegaciones y otorgamos una hora a cada una, estaríamos atendiendo a la 
última a la hora 16. 


Obviamente, esta es una agenda tentativa, porque hay que volver a coordinar. 


Quiero señalar que hay una solicitud de audiencia de la Caja Notarial por este tema. Sabemos que hay cajas 
paraestatales, como la Caja Bancaria y la Notarial, que desde hace mucho tiempo colocan los aportes de los 
afiliados en tierras forestales. Entonces, nos imaginamos que la solicitud tiene que ver con ese tema. La 
Presidencia entiende que es de recibo la solicitud de entrevista. Por lo tanto, lo que sugiero, es convocar a esa 
delegación también para el jueves 27. Si estamos de acuerdo, pediremos a Secretaría que haga la 
coordinación pertinente. 


Pasamos a considerar el primer punto del orden del día: "Desarrollo de Actividades de Personas Jurídicas 
Titulares de Empresas Instaladas en Zona Franca. Derogación del artículo 102 de la Ley N* 18.083. 
Modificaciones del Senado". 


En discusión. 


Sabemos cuál ha sido la historia de este tema. Por lo menos, en el marco de esta Comisión, el punto se había 
abordado a partir de un diálogo que concluyó en una propuesta concreta. Recuerdo la participación de los 
Diputados Posada y Asti, por ejemplo. Pero ahora tenemos a consideración las modificaciones que introdujo 
el Senado. 


SEÑOR ASTI.- Simplemente, quería decir que se introdujeron dos modificaciones relativamente 
importantes. Una es la eliminación del artículo en el que se aclaraba qué otro tipo de actividades 
pueden realizar las sociedades de zona franca. 


A su vez, hay un agregado, que es absolutamente nuevo y aquí no estuvo para nada en discusión, sobre 
prestaciones de servicios. 


Sé que el proyecto fue repartido, pero no lo tengo acá; me lo debo haber llevado a mi despacho. Por lo tanto, 
no puedo recordar todo exactamente, pero sé que hay que destacar esos dos cambios: que se elimina un 
artículo incorporado en Comisión y el Senado agrega otro relacionado con los servicios. 


Me alcanzan el comparativo, por lo que puedo decir que está todo lo que tiene que ver con llamadas 
internacionales, casilla de correo, educación a distancia y emisión de certificados de firma electrónica. 


Con respecto al artículo que se elimina, quiero decir lo siguiente. Nosotros previmos que los usuarios de zona 
franca pudieran desarrollar solo tareas accesorias o preparatorias fuera de zona franca de acuerdo con la 
reglamentación que establezca el Poder Ejecutivo. Eso se eliminó y se le agregó lo relativo a la prestación de 
servicios. 


Esos son los cambios, que modifican sustancialmente la discusión que habíamos dado en Comisión. 


SEÑOR POSADA.- En el seno de la Comisión de Hacienda trabajamos para procurar dar una 
solución definitiva y, sobre todo, dotar de mayor transparencia al funcionamiento de Zona Franca. Yo 
creo que con lo que aprobó el Senado volvemos al terreno de las zonas grises y, seguramente, en el 
futuro se generarán nuevamente problemas. Pero uno no puede ser más realista que el rey. Tenemos 
entendido que al final el propio Poder Ejecutivo estuvo de acuerdo con estas modificaciones; son los 
que tienen la experiencia y llevan adelante la gestión diaria de administración de zona franca; por 
tanto, no corresponde otra cosa que aceptar las modificaciones introducidas por el Senado. 


SEÑOR ASTI.- Quiero aclarar que también la Cámara de Zona Franca estuvo de acuerdo y prefirió la 
redacción que hizo el Senado. 


SEÑOR POSADA.- Por lo tanto, corresponde aceptar las modificaciones introducidas por el Senado. 
Me parece que no tiene sentido replantear una discusión que, de alguna manera, ha sido laudada por el 
Senado y por el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración las modificaciones introducidas por el Senado. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 

——— Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Proponemos al señor Diputado Posada como miembro informante de este proyecto. 


Se va a votar. 


(Se vota) 
——— Siete en ocho: AFIRMATIVA. 


Estaríamos en condiciones de ingresar al segundo punto del día, pero existe la dificultad que ya había 
adelantado cuando iniciamos la sesión de la Comisión, debido a la confusión que se produjo cuando se ubicó 
la comparecencia del Instituto de Derecho Tributario a la hora 11. Por lo tanto, si me permiten, antes de pasar 
a un intermedio hasta la hora 12 que es lo lógico, en que está citada la delegación de las Cooperativas 
Agrarias Federadas, quiero proponer algo que ya planteé de manera informal a algunos compañeros antes de 
comenzar la reunión. 


Con fecha 4 de octubre ingresó a esta Comisión un proyecto de ley con el número de Repartido 692, Carpeta 
N? 1163 de 2011 remitido por el Poder Ejecutivo, denominado "Fondo de Financiamiento del Transporte 
Colectivo Suburbano de Pasajeros". Por lo que estuve leyendo, se trata de la creación de un fondo por la vía 
del fideicomiso, que es bastante similar al existente para el transporte capitalino. No sé cuál es la posición de 
los colegas. He recibido algunas llamadas de los empresarios que nuclean a los transportistas de las empresas 
suburbanas y también del sindicato o trabajadores de esas empresas de transporte suburbano, quienes me han 
solicitado ser recibidos por mí o por la bancada, a efectos de manifestar su posición a favor de la aprobación 
del proyecto. Por lo que ellos han expresado, supongo que deben tener cierta urgencia. A partir de allí, me 
comuniqué con el Ministerio de Economía y Finanzas para plantearle que nos dieran una visión más global 
sobre el tema. En la medida en que cuenta con iniciativa del Poder Ejecutivo, obviamente que tiene el apoyo. 
La respuesta que se nos dio es que este proyecto no hace otra cosa que homogeneizar, particularmente en la 
zona metropolitana, el tratamiento que puedan tener las empresas de transporte capitalino con las del 
transporte suburbano. Es cierto que existe un tema financiero de por medio y que se considera que es un 
proyecto de relevancia. Obviamente que no voy a plantear que se considere en el día de hoy. 


La Secretaría estuvo muy atenta y, antes de que yo dijera algo, ya me habían traído la Carpeta, porque 
pensaron que podría ser un proyecto interesante, y se hizo un repartido. A efectos de no convocar 
permanentemente a los representantes del Ministerio de Economía y Finanzas para que nos den su opinión 
respecto a los distintos proyectos que tenemos a estudio, sugiero que les planteemos que cuando vengan a 
informarnos sobre el impuesto a la concentración de los inmuebles rurales aprovechemos para que nos 
informen y den opinión respecto a esta iniciativa. De esta forma, en una sola instancia podríamos contar con 
elementos de juicio para luego tratarlos en la Comisión. Se me ocurría poner en práctica este procedimiento 
como una forma de economizar y aprovechar el tiempo de la mejor manera posible. 


SEÑOR POSADA.- Compartimos la necesidad de avanzar en la consideración de este tema. Creo que 
es conveniente aprovechar la oportunidad en que concurra el Ministerio de Economía y Finanzas para 
que nos den su opinión sobre este tema. Pero me parece que debemos convocar también al Ministerio 
de Transporte y Obras Públicas, que supongo es el mentor de esta iniciativa y en el que va recaer la 
parte de gestión. Propongo que desde la Presidencia se coordine una reunión con el Ministro de 
Transporte y Obras Públicas para tratar este tema. Inclusive, creo que debería realizarse antes que la 
convocatoria al Ministerio de Economía y Finanzas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como habrán apreciado, tenemos una agenda realmente cargada. 


Nuestra intención no era escuchar la opinión del Ministerio de Economía y Finanzas para luego considerar el 
punto y aprobarlo. Por supuesto que el Ministerio de Transporte y Obras Públicas está vinculado con la 
iniciativa. Lo que yo pretendía era avisarle al Ministerio de Economía y Finanzas nuestra intención de 
conocer la opinión que tienen sobre el proyecto y aprovechar la oportunidad de que venían a la Comisión 
para que nos explicaran su posición. 


Si estamos todos de acuerdo, quisiéramos invitar al Ministerio de Transporte y Obras Públicas en cuanto 
podamos coordinarlo. Quizás a algún legislador se le ocurra convocar a la agremiación de las empresas 
involucradas o al sindicato de los trabajadores. El escenario de debate de este tema podría ser más amplio. 
Pero reitero mi intención de aprovechar la comparecencia del Ministerio de Economía y Finanzas para que 
nos diera su opinión sobre un proyecto que tiene mucho que ver con esa Cartera, independientemente de 
gestionar también la comparecencia del Ministerio de Transporte y Obras Públicas 


Si les parece bien podríamos comenzar tratarlo de esta manera. 


SEÑOR ABDALA.- En nombre del Partido Nacional, quiero proponer otra convocatoria a esta 
Comisión, por supuesto a sabiendas de lo que se acaba de mencionar de lo que todos somos conscientes 
en cuanto a que la agenda está considerablemente minada. 


Nos interesaría mucho que una vez que superemos la instancia de discusión del impuesto a la tierra y de los 
demás asuntos que están en la agenda quiero recordar que, entre otras cosas, tenemos pendiente la visita del 
Director General de Rentas, que nosotros oportunamente solicitamos, así como la de las autoridades del 
Instituto Nacional de Estadística, por el censo, se coordinara una invitación a las autoridades del CODICEN, 
para analizar un proyecto de ley radicado en esta Comisión que fue presentado por legisladores del Partido 
Nacional y que tiene que ver con promover alternativas de financiamiento para los deudores del Impuesto de 
Enseñanza Primaria. 


De acuerdo con lo que trascendió en los últimos días, la Gerencia de Recursos Propios del CODICEN ha 
dispuesto una serie de medidas de carácter administrativo que incluyen intimaciones a los deudores y, 
eventualmente, la posibilidad de que sean enviados al Clearing de Informes esta es una novedad, en función 
de un convenio que la ANEP habría suscrito con esa institución. 


A nosotros, que a priori no cuestionamos esas medidas además, es totalmente legítimo que cualquier acreedor 
quiera cobrar, y en este caso el Estado tiene vocación recaudatoria legítima de los impuestos que el 
Parlamento aprobó, nos interesa conocer dos cosas. Primero, queremos saber cuál es el verdadero alcance de 
esas medidas. En segundo lugar, nos gustaría discutir con las autoridades competentes la alternativa de que 
esas medidas sean complementadas con facilidades de pago y de financiamiento, en un esquema prudente y 
razonable, como es el que está contenido en el proyecto de ley que el Partido Nacional ha presentado. 


Esa es la propuesta que queremos hacer, reitero, sin sentido de urgencia ni de inminencia. Simplemente, 
esperamos que en la medida en que vayamos superando las instancias previstas que ya se han coordinado, se 
pueda proceder en este sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Obviamente, siempre que un integrante de la Comisión haga un planteo, va a 
ser analizado. 


Solo a los efectos de ingresar en el tema planteado por el señor Diputado, quiero recordarles que en mayo 
remitimos y luego reiteramos una consulta al Ministerio de Economía y Finanzas pidiendo opinión sobre 
distintos proyectos de ley radicados en esta Comisión, entre los que se encontraba el que se mencionó. 


Con respecto al proyecto de ley que tiene que ver con la refinanciación del Impuesto de Enseñanza Primaria, 
el 15 de setiembre el señor Ministro Lorenzo nos remitió una nota, en la que adjuntó la opinión de los 
servicios técnicos de esa Cartera. Dicho informe está firmado por el contador Nelson Hernández, Director de 
la Asesoría Tributaria del Ministerio de Economía y Finanzas, y dice así: "Viena a estudio de esta Asesoría un 
Proyecto de Ley por el que se faculta al Poder Ejecutivo a conceder un régimen promocional de financiación 
de atrasos en el pago de adeudos por el Impuesto de Enseñanza Primaria.- El tema fue analizado 
oportunamente por el Poder Ejecutivo, en ocasión del envío del Proyecto de Ley que culminara con la 
sanción de la Ley N*” 18.788 de 4 de agosto de 2011. Resulta claro que la referida norma no comprende al 
Impuesto de Enseñanza Primaria, de lo que cabe concluir que no se entendió pertinente hacerlo.- En base a lo 
expuesto se aconseja devolver estos obrados al remitente, haciéndole conocer la posición negativa del Poder 
Ejecutivo al respecto.- Sin otro particular, saluda atentamente [...]". 


Es claro que esta es la opinión del Ministerio de Economía y Finanzas, me parecía de orden leer este claro 
antecedente respecto al tema. 


SEÑOR ABDALA.- Señor Presidente: le agradezco que traiga esto a colación, que, por cierto, lo tuve 
bien presente. Para mí es un antecedente, pero no es claro; permítame disentir en este punto. Creo que 
la respuesta que ha dado el Ministerio es absolutamente lacónica. Sinceramente, habría preferido que 
no respondiera nada. Es más: después de una respuesta de esas características, en algún momento nos 
vimos motivados hasta a convocar a sus autoridades para que nos dijeran por qué razón entienden que 


la respuesta debe ser negativa. Nos parece que no alcanza con decir que no hay una opinión favorable y 
punto; sería interesante que las opiniones se fundamentaran. 


Además, la referencia a que en el proyecto de ley que después se llamó de estatuto del contribuyente no se 
incluyó ninguna disposición de estas características, es absolutamente aparente, porque estamos hablando de 
normas que podrán tener en común la naturaleza tributaria, pero que, en realidad, están dirigidas a objetivos 
totalmente distintos. 


Nosotros, con ánimo constructivo, no estamos pidiendo que venga el Ministro a hablar de este tema, sino el 
CODICEN, que es un actor tan importante como el Ministerio y aun más, porque es el destinatario de este 
Impuesto y el que lo administra. Además, este organismo ha tomado medidas de carácter administrativo que 
nos interesa conocer, ya que hay un componente que va más allá de lo legislativo que tiene que ver, 
precisamente, con la relación entre la Administración y el contribuyente. 


Entonces, solicitamos que el CODICEN venga en algún momento a informar y a discutir civilizada, 
razonable y constructivamente, si en su opinión no sería conveniente que todo esto se complemente con 
medidas de carácter financiero. Yo creo que lo es, pero puede opinarse lo contrario; por eso planteamos esta 
solicitud. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Mi intención era, simplemente, aportar un elemento más al tema que se 
introdujo, porque esta Comisión hizo gestiones para buscar respuestas. Obviamente, cada legislador 
puede opinar si la respuesta alcanza o no. Aclaro que lo que manifesté no fue mi opinión, sino un 
antecedente más. 


De todas maneras, es claro el planteo. Si no hay opiniones en contrario, haremos las gestiones del caso 
condicionados por la realidad para realizar la convocatoria correspondiente. De igual manera procederemos 
en el caso de la Dirección General Impositiva. 


SEÑOR ASTI.- Voy a referirme al planteo que se hizo con respecto al Instituto Nacional de Estadística. 


Si bien en esta Comisión se trató el financiamiento del censo creo que fue el primer proyecto que analizó en 
esta Legislatura, lo que hoy está en cuestión no es eso sino la metodología y los resultados, asuntos que 
esencialmente tienen que ver con la Comisión Especial de Población y Desarrollo Social y no con la de 
Hacienda. 


Reitero: nosotros tratamos el financiamiento del censo. No vemos qué participación podemos tener en el 
tema que se plantea. Siempre se tiende a vincular el censo con los temas económicos. El Instituto Nacional de 
Estadísticas depende de Presidencia de la República, es decir, de todo el Poder Ejecutivo y no de un 
Ministerio en particular; nosotros habitualmente nos relacionamos con uno de ellos. 


Por lo tanto, sugiero que los colegas que tienen interés en este tema se vinculen con sus compañeros de sector 
en la Comisión respectiva para que ese tema se analice allí. Además, ya tenemos problemas para cumplir con 
nuestra agenda, por lo que agregar otro tema que no nos atañe estrictamente parecería excesivo. 


SEÑOR POSADA.- En realidad, el tema es opinable, porque la recolección de datos respecto de un 
censo no solo tiene que ver con la población, sino también con asuntos de naturaleza económica que 
importan a la propia gestión del Estado e involucran indirectamente las economías y finanzas de un 
país. 


Por lo tanto, si bien es cierto que el ámbito específico de este tema es la Comisión Especial de Población y 
Desarrollo, creo que deberíamos actuar como lo hemos hecho en otras circunstancias y habilitar la 
convocatoria. Me parece que es de interés de todos conversar sobre los resultados y la dinámica que ha tenido 
este censo que, por distintas razones, no parece haber tenido los mejores resultados desde el punto de vista de 
su instrumentación. Este es un dato de la realidad y me parece legítimo establecer preocupación al respecto. 


SEÑORA CABALLERO.- Teniendo en cuenta los argumentos expresados por el señor Diputado 
Posada, y si nos limitamos estrictamente a los recursos que habilitaron la realización del censo, 


entendemos que corresponde a esta Comisión velar por esos recursos y hacer las evaluaciones que se 
estime del caso sobre los resultados de su uso. Por lo tanto, incluso restringiéndonos a ese aspecto, 
mantenemos el interés por la propuesta de comparecencia que realizamos y, en la medida en que la 
agenda de la Comisión lo permita sabemos que hay múltiples temas a estudio, procuraremos que se 
concrete. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia, con la invalorable colaboración del equipo de Secretaría, 
intentará incluir en la agenda lo que se ha propuesto y trataremos de hacerlo lo más rápidamente 
posible. 


Si los señores Diputados están de acuerdo, la Comisión pasa a intermedio hasta la hora 12. 
(Apoyados) 

——- Se pasa a intermedio. 

(Es la hora 11 y 18) 

Continúa la reunión. 

(Es la hora 12 y 5) 

(Ingresa a Sala una delegación de la Cooperativa Agraria Federada, CAF) 


——— La Comisión de Hacienda tiene el gusto de recibir a la Cooperativa Agraria Federada, representada por 
su Presidente, ingeniero agrónomo Juan D. Vago; su Vicepresidente, ingeniero agrónomo Roberto Benia; su 
Secretaria, ingeniera agrónoma Virginia San Martín; el Directivo, doctor Alejandro Nin y los Gerentes, 
Ruben Barboza y Luis Frachia. Agradecemos mucho que hayan aceptado nuestra invitación. 


Como saben, el Parlamento Nacional está abocado al análisis y discusión de un proyecto de ley remitido por 
el Poder Ejecutivo, denominado Impuesto a la Concentración de Inmuebles Rurales. La Comisión, que viene 
tratando este tema, ha considerado necesario invitar a los distintos actores que pueden verse involucrados en 
esta temática para que nos den sus puntos de vista, ya sean instituciones de carácter público o de carácter 
gremial. Ese es el motivo principal de nuestra invitación. 


SEÑOR VAGO.- Es un gusto estar en la Comisión de Hacienda y poder compartir con ustedes la visión 
y la posición de CAF con respecto a este tema. 


Antes de entrar en tema, me parece pertinente presentarnos más allá de que fuimos nombrados, los efectos de 
que sepan quiénes conforman la delegación y el Consejo de Administración, porque creo que puede ser 
ilustrativo. 


En mi caso, soy el ingeniero agrónomo Juan Daniel Vago. Soy productor lechero. Vivo en Colonia Valdense y 
soy delegado ante CAF de la Cooperativa SOFOVAL de Colonia Valdense. 


SEÑORA SAN MARTÍN.- Mi nombre es Virginia San Martín. Soy ingeniera agrónoma, de la zona de 
San Carlos. Represento a la cooperativa ganadera CALIMA. Soy productora ganadera, básicamente 
de ovinos. Esta cooperativa está relacionada a la ganadería y, sobre todo, a la lechería. Actualmente soy 
Secretaria del Consejo de Administración de CAF. 


SEÑOR NIN.- Mi nombre es Alejandro Nin. Soy veterinario. Integro una empresa familiar agrícola 
ganadera de la zona de Young, del departamento de Río Negro. Integro la COPAGRAN, que es la filial 
Río Negro de la Cooperativa Agraria Nacional. También integro el Consejo Directivo de la Central 
Lanera, vinculado a la elaboración y exportación de lana, que involucra a más de mil ochocientos 
productores. Asimismo, integro el Consejo Directivo de CAF. 


SEÑOR BENIA.- Mi nombre es Roberto Benia. Soy ingeniero agrónomo y productor agrícola 
ganadero en el departamento de Paysandú. Estoy afiliado a la COPAGRAN, de la cual soy titular de la 
Comisión Fiscal. 


SEÑOR BARBOZA.- Mi nombre es Ruben Barboza. Soy ingeniero agrónomo y en la actualidad me 
desempeño como Gerente de CAF. 


SEÑOR FRACHIA.- Mi nombre es Luis Frachia. Soy ingeniero agrónomo y me desempeño como 
Gerente en CAF. 


SEÑOR VAGO.- Nos presentamos porque entendemos que es importante conocer quiénes componen la 
delegación. Es un estilo que tenemos en CAF, para conocernos mejor. 


¿Qué es CAF? Es una confederación de cooperativas agropecuarias. Es una entidad de tercer grado, que 
nuclea cooperativas agropecuarias que, a su vez, están integradas por productores. Tiene varias 
características. En primer lugar, es multirrubro. En ella están representadas casi todas las cadenas: la lechera, 
la de granos en la zona del litoral, la ganadera, la hortícola tenemos dos cooperativas, o sea que tenemos una 
gran diversidad de rubros, de tamaños y gran dispersión en la ubicación, porque nucleamos empresas que 
están ubicadas desde Salto hasta Rocha. 


Asimismo, tenemos una característica gremial distinta a la de otras gremiales. Representamos a empresas 
cooperativas que, a su vez, están conformadas por productores, que son los socios de las empresas 
cooperativas afiliadas a CAF. 


Tenemos varias visiones sobre este tema, pero una es muy clara. 


Vamos a entregar a la Comisión un par de trabajos que hemos hecho sobre el tema tributario y la 
competitividad en general. 


Tenemos una metodología para trabajar y es, en primer lugar, diagnosticar cuál es el problema. En este tema 
concreto tenemos que definir si es concentración, extranjerización, infraestructura, despoblamiento o 
competitividad. Primero tenemos que identificar el problema para buscar una herramienta o los instrumentos 
adecuados para tratar de resolverlo. 


Leyendo los antecedentes del proyecto de ley, vimos que están mezcladas varias situaciones, y eso complica 
para buscar el instrumento idóneo. 


Si se tratara de la concentración que es el tema que se argumenta en el proyecto de ley, sería un problema que 
va más allá de la tierra. La concentración hoy se da en la tierra eso se puede discutir; habría que ver el censo 
que se está terminando para saber cuán importante es, porque no tenemos datos objetivos, pero también en 
las cadenas agroindustriales que integramos y en el agregado de valores a las cadenas agroindustriales. 
Reitero que la concentración va más allá de la tierra si ese fuese el tema, y ni qué hablar si fuese el de la 
infraestructura. Eso requeriría otro instrumento. 


Para avanzar, nos parece importante tener claro y compartir con ustedes la identificación del problema, 
previo a crear los instrumentos. 


Quisiera comentar dos trabajos que la CAF preparó y cuyas síntesis vamos a entregar al señor Presidente. 
Uno de ellos se realizó en el año 1994. En ese momento, se contrató al ingeniero Carlos Paolino para llevar a 
cabo un trabajo con metodología de taller acerca de cuál sería el impacto de la tributación en el agro. Si bien 
ese documento ya fue entregado a la Comisión por parte de la Asociación Rural, reitero que hoy vamos a 
dejar una síntesis para que la puedan leer. 


El segundo trabajo se llevó a cabo en el año 2004, fue más amplio y se hizo con el apoyo del CINVE. En él 
también participó el ingeniero Paolino junto a otras personas de ese equipo. Dicho trabajo tenía que ver con 
las claves para la competitividad de las cadenas de valor o agroalimentarias del país, y se hizo para presentar 
un documento a los candidatos presidenciales. ¿Cómo surgió ese documento? Se realizó en los meses de 
mayo, junio y julio con una metodología de cinco talleres, tomando en cuenta a treinta referentes 


cooperativos de todo el país. Allí se fueron elaborando nuestras propuestas y con el apoyo del CINVE Centro 
de Investigaciones Económicas se llegó a un resultado que fue plasmado en un documento muy interesante. 
El documento tiene sesenta páginas y nos gustaría leer una parte en la que se hace especial referencia al tema 
de la tributación de la tierra. 


Queremos leerlo porque es muy concreto y porque es la posición de la CAF. Más allá de que se hizo en el año 
2004, cuando la tierra valía el doble de lo que costaba antes aunque después subió un poco más, está muy 
claro y nos gustaría que constara en la versión taquigráfica. 


Antes de dar lectura al documento, quisiera resaltar la forma en que se hizo: nos preguntamos cuáles eran los 
problemas, nos planteamos una forma de trabajar para luego generar los instrumentos, políticas o, en este 
caso, propuestas a los candidatos presidenciales a quienes se las entregamos en la mano con el fin de encarar 
todos los temas, entre ellos el tributario. 


SEÑORA SAN MARTÍN.- Voy a dar lectura a parte del documento. Dice: "(...) El enfoque de las 
políticas sectoriales: impulso a instrumentos innovadores.- El Uruguay tiene actualmente una 
infraestructura fiscal agropecuaria que persigue objetivos muy diferentes, razón por la cual envía 
señales sumamente contradictorias a los agentes privados. Si bien los impuestos sobre la tierra (que 
representaban casi el 80% de lo que se recauda a nivel agropecuario a mediados de la década del 80) 
han bajado considerablemente su participación, hasta llegar a representar actualmente 
aproximadamente un tercio de la recaudación total, otros impuestos han ocupado ese lugar. Los 
impuestos sobre la renta (IRA y fundamentalmente IMEBA) representan aproximadamente casi el 
30%, en tanto los impuestos indirectos (IVA e IMESI a los combustibles) representan el 38% del total 
de la recaudación.- Desde el plano tributario, las señales hacia el sector privado son extremadamente 
confusas. Los impuestos a la tierra penalizan la tenencia de este activo, las rentas futuras se deprimen 
como consecuencia de este tipo de impuesto y, en consecuencia, el nivel de precios de la tierra se reduce 
dado que, por el simple hecho de poseer tierra, se pagará un canon adicional derivado del impuesto. El 
resultado es conocido: como el precio de este activo corresponde al valor presente de los ingresos 
futuros, la mayor tributación a la tierra implica un precio de mercado menor. | Este cálculo privado lo 
hacen tanto los oferentes como los demandantes de tierra, de manera que el precio de mercado se 
reduce en la medida que la carga fiscal sobre la tierra aumente. En estas condiciones, contrariamente a 
lo que tradicionalmente se opina, una alta tributación a la tierra, lejos de incentivar la incorporación 
de tecnologías modernas, constituye una señal fuertemente negativa para tal fin. Si la tierra es más 
barata, el uso que se hace de la misma legitima un menor uso de tecnologías agropecuarias, es decir, se 
convalidan prácticas más extensivas de producción porque se utilizará más el insumo más barato (la 
tierra).- La mejor estructura tributaria para la promoción de la competitividad agropecuaria es 
aquella que no sesga, vía fiscal, los precios de los factores de producción, siendo, por lo tanto neutral 
para el empresario, en cuanto a la asignación de recursos. A su vez, debería acompañar los 'ciclos' 
económicos y de rentabilidad, por lo cual los impuestos a la renta agropecuaria ofrecen notorias 
ventajas. Sin embargo, para avanzar en esta cuestión se requiere que el sector público fortalezca su 
estructura institucional en la administración tributaria, como fuera señalado oportunamente.- Se 
requiere también la existencia, a nivel empresarial, de una base de registros expandidos, es decir que se 
exige al sector privado niveles de gestión que todavía no están presentes de forma masiva. Finalmente, 
también hay que tener presente que cualquier reforma fiscal que se introduzca hará caer, en un primer 
momento, la recaudación tributaria sectorial, de manera que se deberá programar muy bien el 
momento más adecuado para su puesta en marcha.- En función de estas consideraciones, la propuesta 
de CAF se orienta hacia la tributación simplificada que recaiga sobre la renta de la actividad 
productiva, por considerarla neutral desde el punto de vista de la asignación de factores, y por lo tanto 
la que menos distorsiona en los cálculos privados de inversión y construcción de competitividad. Como 
las empresas son muy heterogéneas en cuanto a su capacidad de gestión, se deberían contemplar 
segmentos diferentes: los sectores más capitalizados de corte más empresarial que llevan regularmente 
registros físicos y económicos, deberían tributar sobre la base de la renta realmente obtenida en la 
actividad agropecuaria en el ejercicio; los sectores de menor capacidad de gestión y que llevan registros 
precarios deberían tributar con base en rentas presuntas por rubro principal, en tanto las 
explotaciones de reducidas dimensiones, en donde se concentran los mayores niveles de pobreza rural, 
deberían, por una cuestión social, estar exoneradas de cualquier tributación. No escapa a la 
consideración que la Contribución Inmobiliaria Rural es la base de la recaudación de las principales 


Intendencias del interior del país. Ello exige también contemplar esta situación, bajo el riesgo de 
desmantelar la base impositiva de los gobiernos locales". 


SEÑOR VAGO.- Quisimos que se hiciera esta lectura porque es clara, porque esa era la posición de 
CAF en el año 2004 y porque hoy está todavía más vigente. Pensamos que se debe ir a un impuesto que 
no incremente la concentración, promueva la inversión en la tierra y acompañe la tendencia mundial. 


Debemos tener en cuenta que lo que se ha leído es lo que escribimos en el año 2004. Sin duda, apoyamos la 
reforma tributaria vigente en 2007, porque de alguna manera fue lo que propusimos a los partidos políticos 
que se hiciera, inclusive, hasta el momento en que se hizo. En el texto leído se dice que cualquier reforma 
tributaria que se aplicara en el agro en un principio bajaría la cobranza de impuestos. Sin embargo, como se 
aplicó en 2007, en un momento de auge y bonanza, ni siquiera eso pasó. 


En principio queda clara nuestra posición: estamos a favor de la renta real, es decir, que el que más gane más 
pague, como dice ahí. Pensamos que de esa forma la tributación va subiendo con las ganancias y con el valor 
de los "commodities" o de los productos del agro. 


Creemos que hoy, como sector agropecuario, estamos en niveles de aportes muy parecidos a los de otros 
sectores de la economía, que porcentualmente aportan igual que nosotros. 


Por último, quiero señalar que hay que tener mucho cuidado cuando se habla de producto bruto agropecuario 
y de porcentajes sobre ese producto bruto agropecuario, porque en los últimos años ha tenido un incremento 
en el caso de las cooperativas, de las empresas y de los productores, pero también ha habido un aumento muy 
importante de los costos de producción, de los insumos. Entonces, esa medida del porcentaje del producto 
bruto puede ser engañosa. Podemos estar aportando mucho más con un 7% como sucede hoy, que con 9%. 
Esa es la gran ventaja de trabajar sobre la renta real, sobre la ganancia real. De esa manera se contempla el 
escenario que se está dando en todo el mundo de incremento de productos y de los costos de producción. 


SEÑOR BENIA.- Aunque sea reiterativo, quiero agradecer la invitación a la Comisión. Como 
ciudadanos y productores valoramos mucho este ámbito. 


En nuestra organización, dentro de nuestro concepto de institucionalidad agropecuaria, valoramos que se 
generen instancias de este tipo en las que podemos compartir con el Poder Legislativo y con las autoridades 
que correspondan nuestros puntos de vista y enfoques. 


Creo que en la lectura que se hizo y en las palabras de nuestro Presidente está muy bien sintetizada nuestra 
posición. De todos modos, me gustaría enfatizar un punto que fue tocado muy de costado y que está implícito 
cuando emitimos opinión sobre el proyecto de ley, que es lo que nos convoca. 


Valoramos particularmente la estabilidad y previsibilidad en el marco impositivo en general. Estamos 
convencidos así lo vimos cuando definimos las bases, y siempre lo vemos en nuestros negocios y en lo que 
de alguna manera imaginamos fuera de ellos de que la no previsibilidad en el marco de los gravámenes 
afectaría claramente el flujo de inversión, entre otras cosas. Nuestro país, nuestro sector, nuestras actividades 
son altamente sensibles al flujo de inversión extranjera o nacional; el desarrollo que estamos teniendo 
últimamente así lo demuestra. Así que cualquier elemento que presumamos que lo pueda afectar en primera 
instancia no nos atrae, no nos gusta, lo interpretamos como un riesgo. Esto lo vivimos también en nuestras 
actividades como productores cuando hacemos la planificación de nuestras rotaciones o de diversificación en 
las actividades en la medida en que podemos. Asimismo, afecta el desarrollo de nuestras empresas 
cooperativas, las empresas que como productores hemos desarrollado. 


Ese es otro punto de vista, que no es exactamente lo que presumimos como impacto en los bienes de los 
activos de un gravamen como este, pero sí creemos que es algo no deseable en los cambios de estructuras 


impositivas. 


Destaco este punto porque me parece de importancia. 


SEÑOR NIN.- Voy a hacer algunas reflexiones más de carácter general porque el proyecto de ley hace 
referencia a un período de veinte años, tiempo en el que en la agropecuaria ha pasado de todo un poco. 


Fundamentalmente los primeros diez años del período fueron de crisis, de pérdida de productores, de 
baja rentabilidad y endeudamiento. Luego vivimos un período de tres años, de 1999 a 2002, en el que 
una cantidad de hechos que se venían anticipando hicieron epicentro y agudizaron la crisis. A partir de 
2003 empezó a impactar una tendencia muy importante a nivel mundial de los agronegocios, que viene 
a instalarse con una cantidad de consecuencias buenas y de las otras. Aparecen temas como la 
concentración, la extranjerización, la logística; surgen nuevos actores que aglutinan inversión, capital, 
redes de apoyo y servicios conexos. | Todo eso está operando hoy. 


El sistema cooperativo tiene una base territorial importante, con una cantidad de rubros, entre ellos, el 
ganadero y el agrícola ganadero, dándose epicentros de estos fenómenos. 


Con respecto a los fenómenos de extranjerización y concentración, entendemos que hacen falta más estudios 
sobre su magnitud e impactos, las cosas buenas y malas. Quizás a través del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, de los organismos competentes, se pueda generar información en cuanto a cómo están 
impactando estos fenómenos. 


El sistema cooperativo y las empresas del sector, en los distintos rubros que mencionábamos, han ido creando 
su propia respuesta a estos fenómenos. Eso implica una adaptación a los cambios. Si los señores Diputados 
revisan, podrán apreciar cuáles han sido las respuestas en la lechería, por ejemplo, área en la que tenemos 
cooperativas muy exitosas y emblemáticas como CONAPROLE y otras. 


También está el caso de las cooperativas de granos que se han fusionado en COPAGRAN, Cooperativa 
Agraria Nacional, que ha generado un modelo alternativo de agricultura asociativa. Ese modelo es una red de 
contención social de productores y una respuesta alternativa a las mega empresas o empresas que están 
impactando en el medio. Por lo tanto, están mitigando o adaptándose a este fenómeno de desaparición de 
productores, con un alto contenido social y económico. 


En lo que refiere a las cooperativas ganaderas, en ovinos y en la lana se ha encontrado una respuesta 
adecuada. Hoy hablaba de mil ochocientos productores nucleados en un sistema comercial, que el año que 
viene cumple cuarenta y cinco años. Es un modelo único en el mundo y también es una respuesta a esa 
disminución que se ha dado en estos cuarenta y cinco años de cuarenta y cinco productores a cinco o seis. 
Eso está siendo exitoso. 


Lo que quiero decir es que podemos mitigar la acción producida por estos fenómenos y adaptarnos a estos 
cambios. Frente a esa brecha, estamos mejorando nuestra gestión y la capacitación de nuestros recursos 
humanos de forma de mitigar estos impactos. 


Las empresas del sistema cooperativo tienen una respuesta para la mayoría de estos temas. En el aspecto 
tributario, es claro el alto contenido profesional y político, con estudios que objetivizan estos temas. 
Probablemente este sea un derrotero por el que tengamos que seguir para analizar los asuntos como los que 
están planteados aquí: concentración, extranjerización, logística y exclusión social de productores. 


SEÑOR ASTI.- Damos la bienvenida formal a la delegación. Quiero referirme a alguno de los puntos 
mencionados a fin de que se profundice en las respuestas. 


Hoy está en discusión un proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo, que crea determinado régimen 
impositivo a la propiedad con determinada cantidad de hectáreas de tierra. Entonces, visto la cantidad de 
productores incluidos en las cooperativas asociadas a esta institución, que ya hemos escuchado su posición 
sobre cuál debería ser la propuesta y que hoy tenemos una iniciativa que trabaja sobre otras ideas de 
tributación, quisiéramos saber cómo ven la tributación impositiva por franjas y qué consideraciones pueden 
hacer de las diferentes situaciones dentro de las distintas explotaciones que quedarían gravadas con este 
tributo. 


Por último, se hizo mención a otros aspectos y no pude apreciar que el uso sustentable del suelo fuera de 
interés primordial no solo para esta generación sino para las futuras. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Me sumo a la bienvenida a la delegación de CAF y, por supuesto, agradecemos 
los aportes que nos han hecho llegar, que seguramente van a enriquecer el debate. 


El Presidente de CAF decía muy bien que primero hay que identificar el problema para luego elaborar los 
instrumentos que podrían resolverlo. De hecho en el Uruguay históricamente ha habido un fuerte debate 
sobre el proceso de concentración de tierras. Cierto es que los procesos de concentración de tierras en el país 
hoy tienen un carácter diferente. Hace treinta o cuarenta años se hablaba del latifundio improductivo. 
Evidentemente, los cambios ocurridos en el medio rural determinan que hoy no exista más ese latifundio 
improductivo sino que estemos hablando de procesos agroindustriales o del llamado "agronegocio", que 
termina construyendo escalas para tener determinados niveles de rentabilidad. También es cierto que todavía 
no tenemos los datos del censo agropecuario con respecto a si ese proceso de concentración se incrementó, o 
no, pero con los datos que tenemos al día de hoy y lo manifestado en la exposición de motivos de este 
proyecto sabemos que tenemos un Índice Gini sobre la tenencia de la tierra que está en 0,76. Esto demuestra 
que hay un porcentaje de concentración de tierra importante en el Uruguay, pero lo que no sabemos es si 
desde el último censo, es decir, en los últimos diez años, se incrementó sustancialmente, o no. Eso es lo que 
está en duda, pero no que la tierra esté concentrada en función de las estadísticas que tenemos. Hay un 
proceso concentrador. 


Quisiera saber si para la CAF es un problema, o no, la concentración de tierras. En el caso de que sea un 
problema, ¿cuáles son los instrumentos que habría que construir a efectos de atender esa situación? Esta 
pregunta apunta a saber si al día de hoy la concentración de tierras es un problema para el Uruguay, o no, más 
allá de los procesos industriales que han generado escala. Hay que tener en cuenta que los procesos de escala 
tienen su correlato con los procesos de equidad; a mayor escala, hay un proceso de exclusión de otros actores 
que no acceden al bien. Por lo tanto, en ese sentido, me interesa especificar esta situación. 


A su vez, quisiera saber qué cantidad de productores que representa CAF estaría gravada por este impuesto 
que afectaría a los productores que tienen más de 2.000 hectáreas con Indice Coneat 100 o equivalente. Esto 
nos ayudaría a tener una idea de qué productores dentro del sistema cooperativo estarían gravados con este 
impuesto. 


SEÑOR VAGO.- El impuesto por franjas es un tema complejo. Está bien que sea por franjas, pero 
nosotros vemos una afección importante sobre el sector ganadero extensivo, sectores que a veces tienen 
más superficie y en donde básicamente se hace la cría. También me quiero referir dentro de la 
metodología que tenemos en CAF de discutir las cosas al escenario que hoy estamos viviendo con la 
cadena ganadera: están el criador, el recriador, el invernador, empiezan a aparecer los encierros o 
"feedlot' muchos están en manos de la industria, la industria y una salida de ganado en pie. 


El estatus sanitario que hoy tenemos debido a la trazabilidad somos el único país del mundo que la tiene nos 
lleva a dos cosas. Por un lado, tenemos grandes ventajas que nos permiten negociar nuestras carnes y cada 
vez tener más salida de ganado preparado es fácil auditarnos, y es un problema y, por otro, el cierre del rodeo, 
lo que significa que no podemos comprar terneros de nuestros vecinos para alimentar esa cadena y luego 
exportar. 


Esto puede ser discutible, pero si tuviese que hacer prospectiva yo diría que en los próximos cinco años el 
recurso más escaso para la cadena ganadera va ser el ternero, que no se puede exportar debido a la 
trazabilidad. Reitero que cerramos el rodeo. Eso permite que la salida de carnes de alta calidad tenga más 
mercados. 


Entonces, en ese nuevo escenario que tenemos desde hace tres o cuatro meses, en el que se cerró el rodeo y 
no tenemos grandes beneficios, puede ser complicado el tema de las franjas. 


Si queremos incentivar la cría, tal vez gravar dentro de franjas, sobre todo al sector ganadero que tiene 
ingresos netos de US$ 35 o US$ 45 por hectárea, puede llegar a ser un problema. Esto habría que verlo más 
allá del impuesto, pensando para adelante, con la probable escasez de terneros que podríamos tener en la 
cadena de la carne. 


Las cosas no son blancas o negras, son dinámicas y están globalizadas. Todo es muy discutible. Uno tiene 
que pensar lo que pasa hoy, lo que pasaba antes y lo que pasará mañana. Pensamos que dentro de ese 
escenario este comentario es válido, inclusive, lo hemos hablado con el Ministro de Ganadería, Agricultura y 
Pesca. Es un tema complejo. Pensamos que el sistema cooperativo tiene importante incidencia en este tema 
porque aparte del criador habrá que intensificar la cría, sino nos quedaremos sin terneros. 


SEÑOR BENIA.- Como cooperativistas que somos tenemos organizaciones un tanto planas y eso nos 
permite opinar junto o después del Presidente. 


Si bien voy a tratar de contestar la pregunta sobre la concentración desde nuestro punto de vista, quiero 
referirme al gravamen por franjas. Hemos definido claramente que nuestra visión sobre el impuesto a la tierra 
es contraria, no estamos de acuerdo. Preguntar sobre una medida que está por fuera de lo que uno cree es 
como se preguntara cuál sería la forma para que fuese menos mala. De todos modos, no hay que eludirla. 


Nosotros creemos que las franjas son mecanismos que se adaptan. No creemos que se deba tratar igual las 
cosas que no son iguales. Quién sabe si un día no discutimos un impuesto a la renta por franjas. 


Acompañamos el impuesto sobre las franjas desde un punto de vista filosófico, pero nos cuesta abordarlo 
para dar una respuesta formal. 


Con respecto a la concentración, quiero hacer dos o tres consideraciones. Lo que más nos gustaría sería crear 
ámbitos e instancias para discutir en forma abierta la concentración de la tierra. Lo primero que haríamos en 
ese ámbito sería identificar a los sectores. En el sector de la forestación hay casi una política de Estado 
conteste, por lo menos para la producción de pasta de celulosa, que solo se justifica con la instalación de una 
planta grande que debe ser abastecida por lo menos por cien mil hectáreas, y que requiere que el 70% u 80% 
de esa superficie sea propiedad de la firma para tener garantía de abastecimiento 


Entonces, la consideración de escala que hay en ese caso que también pertenece al sector agropecuario es 
diferente al criterio de escala que podría existir el día mañana para la producción hortícola. 


Lo primero que habría que hacer es distinguirlo por áreas. Hablamos de sector agropecuario porque estamos 
afuera de la ciudad, pero este engloba muchas cosas diferentes. Reitero que no debemos tratar igual lo que es 
distinto. 


Si nos preguntan si nos aflige, debemos decir que sí. En términos generales, y llevándolo a lo que más 
representamos, que es la agricultura y la ganadería en toda su extensión, debemos decir que nos aflige porque 
afecta el desarrollo agrario tal como lo visualizamos. Nosotros tenemos una visión de cadenas sectoriales, de 
desarrollo de las cadenas, de agregado de valor y de inclusión de los productores, en general, de los pequeños 
y medianos. 


Si pensamos en el sector agrícola, vemos que ha habido una importante concentración, no tanto de la 
propiedad de la tierra, sino de su gestión, a pesar de que ahora se pueden estar dando procesos para que la 
tierra se concentre en el área agrícola. Esto habrá que evaluarlo; probablemente será una percepción 
probablemente del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca o de quien corresponda 


Nos aflige porque puede implicar exclusión de productores. Tal como se va dando en otras partes del mundo, 
esa exclusión lleva a que esos productores se reinserten de otra manera en el proceso, pero ya no como 
tenedores, propietarios o gestores de la tierra. De cualquier forma, es un impacto. 


Cuando hemos medido el impacto de exclusión de nuestros productores, básicamente agrícolas, vimos que la 
exclusión más grande se ha dado en etapas anteriores. La crisis del 2002, el endeudamiento, y la situación 
financiera y productiva de los productores tiró muchísimos productores para afuera, tal vez menos que los 
que está tirando este fenómeno. 


Sé que no estoy contestando claramente la pregunta. Estoy diciendo que nos aflige, nos afecta y que 
queremos discutir sobre ello. 


Volviendo al punto de nuestra reunión del día de hoy, en los análisis internos que hemos hecho no hemos 
percibido que esa aflicción que tenemos o afectación que suponemos pueda ser mitigada gravando la tierra. 
Por eso hoy sostenemos la posición que mantenemos desde nuestro análisis de 2004. 


Repecto cuántos productores cooperativos se verían afectados por este impuesto, diría que en forma directa 
serían pocos. Si bien el sistema cooperativo no impone una restricción en el área cualquier productor que 
adhiera a los principios, los valores y el sistema cooperativo de trabajo puede ser un productor cooperativista, 
de hecho somos productores medianos y chicos 


No sé si vale la pena aclararlo pero generalmente no medimos las cosas por el impacto que tiene en cada uno 
de nuestros socios. Evaluamos las cosas en función del interés común es uno de nuestros valores básicos y a 
veces medimos los efectos indirectos que puede tener en nuestras actividades económicas, aunque no impacte 
en forma directa en nuestros miembros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos los dos documentos que la delegación nos acaba de aportar. Por 
razones obvias, solo pude darles una leída rápida. Sin embargo, quiero reafirmar que el último 
documento desarrollado por convenio con el CINVE fue hecho en 2004. 


Está claro que hay dudas respecto a si se ha agravado o no ya estoy adjetivando el problema de la 
concentración desde el último censo hasta ahora. Desde nuestro punto de vista, hay otro aspecto que debe ser 
tenido en cuenta, y nos gustaría conocer su opinión. 


Como el último estudio se hizo en 2004, no cuenta con la información relativa a lo que ha sido la 
valorización de la tierra como un activo fijo. A diferencia de otros factores de producción, este tiene una serie 
de elementos que acrecientan o disminuyen su valor, pero no en función de lo que se le pone arriba, es decir, 
de la producción que se realice. 


Es evidente que en el mundo, a partir de una serie de fenómenos entre otros las crisis financieras que se 
vienen desarrollando de 2008 a la fecha, muchas inversiones son más especulativas que productivas, porque 
se procura resguardar el capital. Creo que hoy no existen dos opiniones respecto a que estamos viviendo ese 
fenómeno; arrancó en 2007 y 2008, y quizá ahora se esté acrecentando. 


Entonces, les pregunto si al adoptar posición sobre este tema han tenido en cuenta la valorización de la tierra 
por encima de los factores productivos, de la producción que se lleva adelante, de la inversión y hasta de los 
valores de lo que se produce en los mercados internacionales. Está claro que ustedes optarían por la renta 
como factor de mayor certeza en materia de tributación. 


Les pido disculpas por la extensión de mi intervención; es un razonamiento que incluye preguntas. 


Como bien dijeron ustedes cuando empezó la reunión, el problema de la concentración no se puede analizar 
en forma aislada. Lo tenemos que vincular con otros elementos, incluyendo el afincamiento al medio rural y 
al hecho de que, en virtud de los valores de la tierra, muchos pequeños y medianos productores optan por 
arrendar su campo, ya que obtienen más ganancia que con su giro empresarial productivo. En este sentido, 
conozco la situación de la lechería; por lo que han dicho, aquí hay empresarios de ese sector, como el 
Presidente. Sabemos que dentro de la Cooperativa el sector lechero es muy fuerte. 


Entonces, quisiera saber si ustedes han manejado todos estos elementos que han sucedido después de 2004, 
para ver cuál es la mejor manera no solo de evitar la concentración sino también de fortalecer la contracara 
de este fenómeno, es decir, el acceso democrático a la tierra, en una escala adecuada, en función de 
considerarla un bien social. 


Este razonamiento lleva a determinado tipo de conclusiones, pero siento que tenemos una visión parecida 
porque ustedes son una Cooperativa respecto a los aspectos no solo productivos sino también sociales del 
tema rural. 


SEÑOR BARBOZA.- En primer lugar, agradezco a la Comisión por invitarnos y por este intercambio 
de ideas, que espero sea fructífero. 


Indudablemente, desde su origen el cooperativismo tuvo una importa muy fuerte en lo que hace a inclusión 
social. Si analizamos el origen del cooperativismo, veremos que tuvo que ver con mejorar las posibilidades 
de acceso de los productores a las cadenas de valor, fundamentalmente en lo que tiene que ver con el acceso a 
la comercialización. Cuando se crearon los primeros emprendimientos cooperativos, este acceso era muy 
complejo y los productores llegaban a precios muy desiguales con respecto a otros actores de la cadena 
agroindustrial. 


El cooperativismo como tal, en los años de construcción que tiene en este país que son muchos, se ha 
asentado sobre un modelo de desarrollo básicamente inclusivo; ese fue su origen, su desarrollo y su realidad 


actual. Dentro de esa visión de desarrollo inclusivo, también hay una visión de desarrollo productivo. 


Es por todos conocido, que en la actualidad el sector agropecuario es el motor de la economía del país. 
Uruguay tiene ventajas comparativas y competitivas en lo que hace a la producción de alimentos; es un 
activo del país. Es más: pensamos que buena parte de las posibilidades de desarrollo futuro de la sociedad 
uruguaya pasa por el desarrollo productivo, en particular, del sector agropecuario 


Cuando uno habla del rol del sector agropecuario en la sociedad uruguaya y de las posibilidades que tiene de 

aportar al desarrollo colectivo, debe considerar algunos elementos como la competitividad, la inclusión social 
y la agregación de valor. En gran medida esto se resuelve con buenas posibilidades de inversión, con un buen 
clima de inversiones, fundamentalmente nacionales. Por ejemplo, gran parte de la inversión que se produce a 
la interna del sistema cooperativo, es nacional. 


Partiendo de estos supuestos, hay otros elementos de contexto que no queremos dejar de mencionar en esta 
oportunidad; para responder la pregunta del señor Presidente, es ineludible hacer referencia a ellos. Me 
refiero, por ejemplo, a la previsibilidad y a la estabilidad de las políticas, sobre todo, las que tienen que ver 
con los aspectos impositivos. 


En el año 2007 en este país se produjo un cambio notable y profundo con relación a la política impositiva. El 
sector privado participó activamente, entre ellos, el agropecuario. Acordó el cambio de política agropecuaria; 
lo acordó y participó. Entonces, desde nuestra visión de desarrollo productivo, y dentro de él del sistema 
cooperativo, este es un activo importante que tiene el país y que es una lástima perder. 


Por otro lado, en lo que hace al desarrollo productivo, creemos que mantener, ejecutar, seguir implementando 
o mejorar la implementación de políticas públicas activas, particularmente de desarrollo rural, es un 
instrumento muy importante para los objetivos que nos proponemos. Quizás en ese aspecto Uruguay tenga 
aún mucho para mejorar. Si bien reconocemos que desde 2005 hasta ahora ha habido avances en cuanto a 
políticas activas de desarrollo productivo, indudablemente hay cosas para mejorar, particularmente, en lo que 
hace al sector rural. El Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca está trabajando en este sentido, pero hay 
todo un capítulo enorme para construir, que tiene mucho que ver con los fundamentos de este proyecto de ley. 
Decimos esto porque una cosa es la exposición de motivos y, otra, los fundamentos y los resultados 
esperados de esta iniciativa. Lo que se espera es mejorar la colonización; en este sentido, se van a volcar 
recursos y algunos elementos de infraestructura. 


Nosotros partimos de la base que la concentración de la tierra es uno de los elementos a tener en cuenta en un 
conjunto más amplio de aspectos vinculados a la concentración en general. Por ejemplo, el acceso de la 
pequeña y mediana producción a las cadenas de valor tiene mucho que ver con el rol que puedan cumplir en 
ellas. Hoy en día el mundo tiende a mayores economías de escala; si no las generamos, no competimos. Esto 
implica fusión y concentración, también de la pequeña y mediana producción. Al mismo tiempo, esto es una 
amenaza para nosotros, porque pueden producirse fenómenos de concentración de las cadenas de valor que 
excluyan a la pequeña y mediana producción. Esto también es concentración. 


El problema de la tierra como factor productivo, es muy importante, pero nos parece que con este 
instrumento no lo solucionamos. Ese es el debate que queremos promover aquí, que es el ámbito natural en el 
que se debe dar. Esto no significa que filosóficamente estamos a favor de la concentración ni que defendemos 
el interés de mil doscientos productores que eventualmente se verían perjudicados. Lo que queremos decir es 
que en el país hay estudios que demuestran filosófica y técnicamente que este instrumento no resuelve el 
problema que pretendemos solucionar. Además, no atacamos el problema de fondo, que es que se está dando 
una concentración de las cadenas de valor del país, y en esto se juega el futuro de la pequeña y mediana 
producción. 


En suma, estamos de acuerdo con un modelo de desarrollo del sector agrario de carácter inclusivo, que tenga 
un componente de inclusión social, de competitividad y de agregación de valor. No decimos esto desde 
afuera. Deseo recordar quizás algún integrante de la Comisión no necesariamente conoce el sistema 
cooperativo que hay cooperativas que tienen una larga trayectoria en construir agregación de valor en las 
cadenas agroindustriales en este país. Por lo tanto, no estamos hablando desde el desconocimiento o desde la 
producción primaria, sino que estamos hablando de una visión de cadenas agroindustriales porque dentro del 
sistema cooperativo uruguayo hay empresas cooperativas que hace muchos años que trabajan en la 
agregación de valor. 


En definitiva, queremos trasmitir que quizás hay otros caminos para recorrer en cuanto a esta ley. El 
ingeniero agrónomo Benia mencionó la posibilidad de construir un grupo de trabajo para analizar, en 
particular, la concentración de la tierra y cómo resolver la extranjerización. Probablemente, esto haya que 
analizarlo desde el punto de vista de políticas de Estado, con otros instrumentos, en lugar de crear un 
impuesto con estas características, porque se puede correr el riesgo de deteriorar el ritmo de inversión que se 
ha venido produciendo satisfactoriamente durante este período, que creemos que es un activo país que 
debemos mantener y desarrollar. 


SEÑOR BENIA.- Para complementar la respuesta, debo decir que sí tuvimos en cuenta la modificación 
del valor de la tierra desde el año 2004 hasta ahora y, también, el eventual destino del inmueble rural 
como refugio de capitales. No obstante, las diferencias que reconocemos no son suficientes para 
cambiar nuestro punto de vista. 


SEÑOR NIN.- Con respecto a la inquietud sobre el tamaño, el ingeniero agrónomo Benia dio la 
respuesta desde el punto de vista de un productor agrícola que puede ser mediano o chico. Pero, el 
tema del tamaño en el movimiento cooperativo es diferente según se trate de un productor granjero, 
lechero, agrícola o ganadero, ya sea ganado ovino o vacuno y el lugar dónde esté localizado. Para la 
zona ganadera, la escala es importante por una cantidad de razones que no viene al caso explicar. 


Asimismo, en la zona ganadera hay entre un 5% y un 10% de productores que operan con las cooperativas. A 
su vez, las empresas del sistema cooperativo de cualquier estamento, necesitan escala para operar, porque en 
la escala también está la eficiencia y la calidad de la gestión, por lo tanto, suman todos. Entonces, no 
podemos darnos el lujo de perder ni de desestimular a ninguno. 


SEÑOR VAGO.- En cuanto a la sustentabilidad, debo decir que en el capítulo quinto del documento 
del año 2004 se señala el aumento de productividad con protección del medio ambiente y recursos 
naturales. Es decir que en el año 2004 ya lo habíamos considerado como uno de los diez ejes 
importantes para generar competitividad. 


Además, estamos trabajando con el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y con la RENARE en el 
plan piloto de sustentabilidad, en un convenio específico. O sea que, como somos tan conscientes de este 
tema casi no lo mencionamos. 


En definitiva, quería dejar constancia en la versión taquigráfica de que este tema está siendo muy 
especialmente atendido por el sistema cooperativo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El intercambio ha sido muy bueno y, obviamente, quedaron desafíos por 
delante. Nadie puede pensar que con esta discusión estaríamos cerrando un tema que tiene tantas 
aristas. 


Además, quiero resaltar que es bueno generar encuentros de este tipo, que ojalá podamos seguir 
desarrollando a efectos de analizar la totalidad del escenario que está instalado para el bien de todos. 


Agradecemos la presencia a la delegación de las Cooperativas Agrarias Federadas. 
(Se retira de Sala la delegación de las Cooperativas Agrarias Federadas) 

——- Propongo un intermedio hasta la hora 14. 

(Apoyados) 

——- Se pasa a intermedio. 

(Es la hora 13 y 10) 


——— Continúa la reunión. 


(Es la hora 14 y 5) 
(Ingresa a Sala una delegación de la Sociedad de Productores Forestales) 


———- La Comisión de Hacienda tiene el gusto de recibir a la Sociedad de Productores Forestales, 
representada por su Vicepresidente, el señor Gerardo Barrios; por los Directivos, señores Alberto Voulminot y 
Alberto Brause y por el Gerente, señor Edgardo Cardozo. 


Como ya sabrán, el Parlamento está abocado a la discusión de un proyecto de ley remitido por el Poder 
Ejecutivo, denominado Impuesto a la Concentración de Inmuebles Rurales. Esta Comisión es la que está 
tratando el proyecto y, naturalmente, como es de estilo, hemos invitado a distintos actores que, de una u otra 
manera, están involucrados en el tema. Nos parecía muy oportuno que participara de este intercambio la 
Sociedad de Productores Forestales. Por tanto, agradecemos que hayan aceptado nuestra invitación. Luego de 
vuestra intervención, los legisladores formularían algunas preguntas a efectos de tener una visión clara con 
respecto al tema. 


SEÑOR BARRIOS.- Agradecemos la invitación y que nos hayan recibido hoy. 


Queremos hacer una pequeña presentación, no solo concentrados en este impuesto nuevo o dos impuestos, 
porque en el proyecto aparecen dos impuestos, uno nuevo y uno que modifica otro existente, sino que 
también queremos enmarcarlo dentro de un contexto que afecta nuestro sector. 


En cuanto al impuesto a la concentración de tierras, y yendo específicamente a cómo impacta en nuestro 
sector, nosotros obligatoriamente tenemos que retrotraernos un poco a lo que fue la ley forestal y la política 
implementada por la ley, que genera un ambiente de inversión que consideramos que ha sido exitoso para el 
sector, ya que hay alrededor de 850.000 hectáreas plantadas. Fue visionario y permitió el desarrollo del sector 
en muy corto tiempo, quizás en menos tiempo del que todos soñábamos. Hoy se desarrolla plenamente; lo 
ven en los registros de exportaciones, en los de empleos y en toda la actividad que lo rodea. 


Yendo directamente al impacto de este impuesto, queremos decir que cuando se generó el ambiente para la 
política forestal, creo que todos éramos conscientes sobre todo los legisladores de la época, que aprobaron 
esta ley por unanimidad de que era un sector que, por sus características, para determinados proyectos 
necesitaba la concentración de tierras. Tanto en la industria celulosa como también en la de tableros y 
aserraderos importantes, de gran tamaño como son los que se encaran por primera vez en Uruguay se 
requiere de una base forestal propia para poder asegurar la inversión, porque son inversiones muy 
importantes de capital. Entonces, lo que nos preocupa de este nuevo impuesto es que, por un lado, generamos 
las condiciones para ser atractivos como país y seducir a estas inversiones, pero una vez que están instaladas, 
modificamos las reglas y aplicamos impuestos que son bastante onerosos, además de novedosos. Entonces 
vemos que, además del impacto económico, genera también un impacto que no vemos positivo en la imagen 
del país. Ahí radica nuestra principal preocupación. 


Otra característica importante del sector forestal es que constituye una inversión a mediano y largo plazo. 
Considerando las dos grandes líneas de producción, ya sea la industria de celulosa o la industria de 
aserraderos o tableros, el tiempo más corto de producción de un árbol es de entre diez y doce años. 
Asimismo, para la industria de aserraderos y tableros, las plantaciones tienen rotaciones en el entorno de los 
veinte a veinticinco años. 


Un impuesto que grave el capital durante todo el período de espera de esa inversión también afecta 
sobremanera la decisión previa de invertir o no porque, en los casos en que se compran tierras, además de 
toda la inversión en la plantación y de la larga espera hay que agregar un impuesto muy importante que será 
de ejecución anual. 


Estos son los dos elementos que más nos preocupan de este impuesto. Tampoco queremos dejar de verlo en 
un contexto en el cual se han modificado o hay planes para hacerlo otras reglas de juego que afectan al sector. 
Es una sumatoria de distintos elementos. A veces notamos que se ha perdido la perspectiva del todo, y que 
cada uno va creando algo a satisfacción. Me refiero, por ejemplo, a la actuación creo que del año 2006 o 
2007; no recuerdo bien de la Dirección Nacional de Medio Ambiente, que tiene injerencia en el análisis de 
los proyectos forestales. Las condiciones que teníamos para llevar adelante nuestros proyectos eran muy 


claras y transparentes, porque la Ley Forestal establecía claramente cuáles eran los suelos de prioridad 
forestal en los que podíamos desarrollar los proyectos y las variedades que podíamos plantar. A partir de ese 
momento, comienzan a surgir otras consideraciones fuera de la norma que nos generan cierta inestabilidad o 
inseguridad en el momento de encarar una inversión. Esto comienza, por ejemplo, con el Sistema Nacional 
de Áreas Protegidas porque, en cierto momento, las áreas ni siquiera estaban publicadas, y cuando teníamos 
la mala suerte de comprar cerca de una de esas zonas, después no podíamos hacer la inversión forestal porque 
nos lo prohibía la Dirección Nacional de Medio Ambiente. Aun cuando las zonas del Sistema Nacional de 
Áreas Protegidas son conocidas, tampoco está claro cuáles son las zonas adyacentes. Tenemos como ejemplo 
lo que ocurrió hace pocos días en Treinta y Tres, en la Quebrada de los Cuervos, cuando salió publicado en el 
diario como un gran éxito del Intendente haber logrado negociar con la DINAMA y bajar de un área 
adyacente de 40.000 hectáreas, donde no se podía desarrollar este tipo de actividades, a 4.000 hectáreas. Esto 
muestra que queda en la discrecionalidad de alguien determinar dónde se planta o no. 


Además de las zonas de áreas protegidas, la DINAMA crea un nuevo concepto que es el de las zonas de las 
cuencas. Este es un nuevo ingrediente. Vamos a presentar un proyecto para algunas cuencas, aunque pueda no 
ser aceptado. 


Agregamos a esto que hay varias Intendencias que han creado tasas al transporte forestal, es decir, a los 
productos de la madera. Me refiero a las de Rocha, Cerro Largo, Lavalleja y Tacuarembó. 


La ley de ordenamiento territorial otorga discrecionalidad a las Intendencias para definir si determinada 
actividad se puede desarrollar o no en el departamento. Claro ejemplo tenemos de conversaciones con la 
Intendencia de Cerro Largo, a la que no le gusta la actividad forestal y la piensa negar. Hay Intendencias que 
respetan la Ley Forestal, y donde hay tierras forestales se puede plantar, pero otras no la respetan. 


Asimismo, hay un proyecto del Ministerio de Transporte y Obras Públicas de una tasa a nivel nacional para el 
transporte. 


En fin, hay una serie de elementos que, sumados porque se van acumulando, hacen que no quede claro cuáles 
son las reglas de juego, qué podemos hacer y qué no. Esto es bueno saberlo de antemano, porque si alguien 
va a desarrollar una actividad forestal va a necesitar del campo para hacerlo y antes de comprarlo tiene que 
saber si puede llevarla a cabo o no. 


Reitero que esta sumatoria ha generado un ambiente en el sector que nos lleva a preguntarnos dónde estamos 
parados y hacia dónde vamos, porque llegan estos dardos de múltiples lugares y generan un ambiente de 
incertidumbre que tememos que va a paralizar algunas inversiones y, de hecho, ya lo ha hecho. 


En este proyecto que está en discusión también hay un incremento notorio del impuesto a la venta de los 
inmuebles agropecuarios. Dependerá de cuál sea la actitud del Poder Ejecutivo en cuanto a considerar el 
valor que tenían los campos al 1* de julio de 2007. En principio, lo vemos como confiscatorio. Creemos que 
se detendrá la comercialización de campos, no solo para el sector forestal sino para todos, porque si para 
comercializar un bien hay que pagar un impuesto del orden del 20% sobre el precio de venta es difícil creer 
que alguien quiera vender. Por lo menos, tratará de resistir lo máximo posible. 


Cuando uno se pone en lugar del legislador o de quien presenta este proyecto y se pregunta qué es lo que se 
busca, advierte, según la exposición de motivos, que se pretende compartir el incremento de precios que haya 
en determinado momento. Esa es una posición, pero también hay que pensar que no todos en el campo son 
inversores golondrina que toman esta actividad como quien compra un apartamento en Punta del Este para 
revenderlo, o Bonos del Tesoro. Hay mucha gente que vende su campo para comprar otro, para mejorar su 
producción vende un campo de sierra y compra otro más ganadero, según la actividad que desarrolle. 
Creemos que ya no va a poder hacerlo, porque si lo hace en su primera venta va a perder el 20%, va a 
cambiar ciento veinte hectáreas por cien. Por lo tanto, no nos parece conveniente que se apliquen esas tasas 
tan altas. 


Desde el punto de vista de nuestro sector, teniendo en cuenta todo este paquete de medidas nuevas inclusive, 
tratando de pensar, como el autor de este proyecto, en generar recursos para la infraestructura que somos 
conscientes ha colapsado: de rutas, caminos, puertos, creemos que seguramente para nosotros es más justa la 
filosofía del proyecto que tiene en mente el Ministro de Transporte y Obras Públicas, porque en definitiva 
establece una tasa específica para quien en ese momento está generando un producto, tiene un ingreso y logra 


capacidad de pago que le permite aportar a esa infraestructura que, reitero, somos conscientes ha colapsado. 
En cambio, vemos el impuesto a la concentración de la tierra como extremadamente gravoso, muy pesado 
para quien no tiene un producto sino hasta diez años después de haberlo cultivado. En cuanto a la filosofía de 
esta iniciativa, en el sentido de que este impuesto vaya a un fondo para la construcción de caminos, creemos 
que es correcta. 


Esto es lo que queríamos expresar como presentación del tema. Nos gustaría abrir el diálogo. 


SEÑOR ASTI.- Quiero hacer una simple repregunta sobre un tema que se mencionó, de la Sección II 
del proyecto de ley, relativa a la modificación de la valuación de los predios en el momento de su venta, 
tanto de personas físicas como de empresas. 


Recién se decía que podrá ser expropiatorio y que puede ser de un 20%. La tasa, en el caso de las personas 
físicas, es de un 12% sobre el mayor incremento patrimonial, y para las empresas es de un 25%. No sé si el 
20% que se mencionaba surge del promedio entre el 12% y el 25%. 


SEÑOR BARRIOS.- Cuando hablamos del 20% lo hacemos sobre la base de una estimación promedio, 
porque tampoco tenemos conocimiento del valor que se tomará como piso al 1” de julio de 2007 para 
calcular la renta. 


SEÑOR ASTI.- Cero, obviamente, no va a ser. 


SEÑOR BARRIOS.- Calculamos el porcentaje sobre números imaginarios. Conocemos algo la 
realidad. En el caso de las personas físicas, se multiplica por seis lo que hoy contribuye con el impuesto 
para calcular lo que va a contribuir. En el caso de los contribuyentes del IRAE, la tasa es del 25%, pero 
va a jugar mucho la base que se imponga sobre el año 2007. Hasta el año 2007 va a funcionar el ficto y 
de ahí en adelante, sobre una base de valor de mercado para ese año al precio real de venta. 


SEÑOR POSADA.- En primer lugar, quiero hacer una reflexión sobre este último punto, que me 
parece importante incorporar en el ámbito de la Comisión de Hacienda. No terminamos de entender 
cuál es la filosofía que está detrás de este incremento que se plantea en el Impuesto a la Renta de las 
Personas Físicas. Ciertamente, los inmuebles rurales son, en definitiva, un activo. Por lo tanto, la lógica 
respecto a su venta debería ser la de cualquier otro activo, tanto los inmuebles urbanos, los títulos o 
valores en todo caso, para los títulos o valores el Estado, a la hora de su rentabilidad, ha decidido no 
gravarlos, entre otras cosas, para incentivar su propia financiación o, como se señalaba, un inmueble 
comprado en Punta del Este o en cualquier otro balneario con un fin estrictamente especulativo. 
Realmente, no terminamos de comprender cuál es la filosofía de la modificación que se plantea en el 
proyecto que tenemos a consideración. 


Más me interesa, en función de algunas afirmaciones que se hacían por parte de la visita, conocer cuál es la 
realidad del sector, especialmente del área destinada a tratar de generar mayor incorporación de valor 
agregado. Se han hecho apuestas en el país que son realmente muy importantes, algunas de ellas, como 
sabemos, radicadas en Tacuarembó. Entendemos que ha habido una variación en las condiciones del mercado 
que seguramente están incidiendo muy especialmente en el desarrollo del sector a futuro, inclusive 
comprometiendo la realidad del sector. 


Por lo tanto, en función de que estamos realizando consideraciones de incrementos tributarios que también le 
tocan al sector forestal, me parece oportuno conocer esa realidad. Entiendo que es muy importante tomar 
conocimiento de ella a la hora de tener que decidir sobre estas propuestas que eleva el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR VOULMINOT.- Agradecemos a la Comisión por invitarnos y por permitirnos exponer nuestro 
punto de vista. 


Con respecto a la pregunta del señor Diputado Posada, quiero señalar que nosotros invertimos en Uruguay 
hace catorce años. Empezamos el proyecto de inversión en 1997, junto con Weyerhaeuser en la zona de 
Tacuarembó-Rivera. Apostamos a la madera de calidad, a podar nuestros árboles, a hacer todos los raleos a 


tiempo. Quiere decir que es una apuesta a muy largo plazo y, en el mejor de los casos, tendremos algún 
retorno financiero en el año trece o catorce, cuando se hacen los primeros raleos, y más adelante, cuando se 
hace la tala rasa, a los veinte o veinticinco, dependiendo de la rotación. Actualmente, la situación del sector 
es muy desfavorable. Como saben, los sectores aserradero y de paneles están más dirigidos a la exportación, 
creación de casas y construcción en los mercados desarrollados, básicamente Estados Unidos y Europa. Creo 
que no tengo que explicar cómo están hoy esos mercados. 


Contrariamente a lo que se puede pensar de la parte agrícola, en la que hubo un "boom" de precios 
impresionante, los precios reales, nominales de nuestros productos cayeron significativamente desde el año 
2000 hasta ahora. Entonces, no solo tenemos una matriz de costos mucho más pesada sino que en materia de 
precios se nos cayó la estantería. Hoy los precios son muy malos. 


No sé sí saben lo que es el raleo: la entresaca de árboles de un mismo bosque. Como continuamos apostando 
a la calidad, seguimos raleando, o sea, sacando parte de ese producto. Parte lo vendemos a los aserraderos y 
plantas de tableros, y parte lo dejamos pudrir en el bosque porque no tenemos un mercado para eso. El 
resultado de lo que sacamos de esos raleos es exactamente igual a lo que tendremos que pagar de ISR. Ese 
cálculo lo hicimos unas cincuenta veces para no sorprendernos. 


Entonces, el único resultado de caja que tenemos después de catorce años de inversión lo tendremos que 
aportar en ICIR, con la apuesta de pensar que dentro de veinte años tendremos un bosque para ralear, para 
generar una mejor industria de aserrados, que hoy está totalmente cerrada, y una industria de paneles. 
Actualmente, Weyerhaeuser ha mandado gente al seguro de desempleo y Urupanel está en concordato, y me 
atrevo a decir que su deuda es dos veces el valor de sus activos. 


SEÑOR CARDOZO.- Quiero complementar lo que decía recién el ingeniero Voulminot para que 
tengamos algunos números arriba de la mesa. 


Si nos remontamos a la década de los noventa, Uruguay era un país netamente importador, con una balanza 
comercial negativa en términos de productos forestales. Recordemos que la Ley de Promoción Forestal, que 
más o menos ha sido el respaldo o la base para el desarrollo que estamos teniendo, es de fines de 1987. 
Quiere decir que recién a partir de este siglo se revierte la situación y Uruguay comienza a exportar más de lo 
que importa de productos forestales. 


¿Qué se exportaba al principio? Básicamente rolos, que era lo que estábamos cosechando. No teníamos 
ningún otro producto. A partir de 2002 comienza la etapa de las fábricas de chips en el Uruguay para 
complementar los rolos. A fines de 2005 aparece Urupanel, primera fábrica de tableros contrachapados en 
Tacuarembó y, a fines de 2006, Weyerhaeuser, en el mismo departamento. Recién a fines de 2007 comienza a 
funcionar lo que era Botnia, actualmente la planta de celulosa de UPM. 


Quiere decir que hasta 2002 nuestras exportaciones fueron rolos, casi sin valor agregado. A partir de allí hubo 
valor agregado porque el chip genera trabajo adicional. Pero recién en 2005 comenzamos a observar bosques 
con turnos de cosecha largos. Es decir que ya no estamos hablando como decía el ingeniero Voulminot de ir y 
cosechar árboles para luego llevarlos a chipear o a fábricas de celulosa, sino que esos bosques requieren más 
tiempo veinte, veintiuno o veintidós años e inversiones adicionales. Hay que proceder a la eliminación de 
aquellos árboles de menor desarrollo y a la poda de los de más desarrollo, para que esa madera sea de 
primera calidad y no tenga nudos. Lamentablemente, en el año 2007 se verifica la primera crisis para el rubro 
tablero y madera aserrada. ¿Por qué? Básicamente porque ambas fábricas Urupanel y Weyerhaeuser tenían 
como lugar natural de exportación la industria de la construcción de Estados Unidos. Es en ese momento que 
se verifica la crisis para nosotros, no en 2009, como en el resto de los sectores. Después voy a manejar 
algunos números para sustentar lo que estoy diciendo. 


¿Qué sucede? Que en ese momento Estados Unidos deja de importar porque cae la producción de casas, pero 
todavía básicamente Inglaterra en Europa y algunos países latinoamericanos, como México, Argentina y 
Chile, importaron tableros de Uruguay. Para que tengamos una idea, en el año 2007 Uruguay exporta algo así 
como US$ 350:000.000 del paquete de productos forestales. Prácticamente no se exportó nada de celulosa, 
porque recién a fines de octubre comenzó a funcionar Botnia. En el año 2008 un gran año para todos los 
productos en general, sobre todo para el sector agropecuario, Uruguay exporta US$ 950:000.000, de los 
cuales US$ 47:000.000 corresponden a tableros contrachapados. En 2009, obviamente, nos pegó la crisis. Se 


cae la exportación siempre medido en dólares corrientes en un 34%. A lo largo del año nuestras exportaciones 
totales fueron del orden de los US$ 650:000.000, y en 2010 se retoma esa curva ascendente de exportación y 
se llega a los US$ 1.081:000.000. 


Sin embargo, si uno analiza qué pasó con los tableros observa que estos apenas se exportan por encima de los 
US$ 40:000.000. Quiere decir que ni siquiera los tableros pudieron empardar lo que se había exportado en 
2008, y lo mismo sucede con la madera aserrada. Esto da claramente la idea de que la madera sólida, lo que 
efectivamente se quería promover con las líneas de política de la ley de 1987, es lo que está más afectado 
desde 2007. Lo que está sustentando las exportaciones del subsector forestal es básicamente el rolo, los chips 
y la celulosa. Ahora, uno tiene que comprender que este caso es exactamente el mismo que el de un novillo. 
El desarrollo forestal no pasa solamente por aserraderos, madera aserrada, tableros o fábricas de celulosa. El 
desarrollo forestal debe ser armónico y requiere de una diversidad industrial para que esas actividades 
industriales se complementen con los distintos "insumos", que son especies de árboles diferentes, tamaños 
distintos, situaciones sanitarias diversas, etcétera. 


Además de lo que el escribano Barrios estaba explicando, cabe decir que esto cae en un momento realmente 
complicado para el sector forestal, desde el punto de vista comercial y financiero. Lamentablemente, 
confluye con el concordato de Urupanel y el envío al seguro de desempleo por parte de Weyerhaeuser. 
Quiero que comprendan que este no es un problema caprichoso. Sucede que los industriales que manejan 
nuestros productos en Europa, en Estados Unidos, en Canadá, en Asia o donde sea, trabajan con un gran 
stock porque, obviamente, no pueden parar sus fábricas a la espera de que llegue un barco de Uruguay. 
Entonces, cuando se avizora una crisis lo primero que hacen es posponer las exportaciones de nuestros 
países. ¿Qué seguimos haciendo? Seguimos produciendo para que, cuando se levante la crisis, podamos 
continuar con la corriente exportadora. 


La otra medida que toman una vez que la crisis se verifica o se extiende es negociar los precios a la baja, si el 
producto les importa. Y la medida más extrema es decir: "Señores, lo lamento, pero el stock que tengo no lo 
puedo usar porque lo que produzco no tiene demanda". Eso es lo que nos está pasando. Nos pasa con la 
madera aserrada y los tableros contrachapados desde el año 2007 en los Estados Unidos, donde el ritmo de 
construcción de casas nuevas no alcanza el 20% de lo que fue la media de construcción desde 1950 hasta 
1987. Y esto nos está pasando también con otras partes del mundo que estaban actuando como las grandes 
demandantes de nuestro producto, concretamente tableros y madera aserrada. 


Eso es, en términos cuantitativos, lo que nos está pasando. 


SEÑOR MUJICA.- Quisiera saber cuál es, promedialmente, la renta que paga el sector forestal por 
arrendamiento para plantar. 


SEÑOR ABDALA.- Voy a plantear una pregunta accesoria, pero tiene que ver con la supuesta 
finalidad del proyecto. 


Todos sabemos las dificultades que el país enfrenta en materia de infraestructura vial, pero quisiera saber 
cómo es la realidad en infraestructura portuaria referida específicamente al sector forestal y a las 
exportaciones de madera en sus diversas modalidades. ¿El país ha venido acompañando el crecimiento y el 
desarrollo del sector o estamos rezagados con la actualización de los espacios portuarios, los muelles, 
canales, dragados, etcétera? 


SEÑOR BARRIOS.- Es por todos conocidos que el puerto tiene varios proyectos, pero se ha demorado 
su concreción. Por ejemplo, el famoso muelle C, y ahora el muelle 10 en el que antes estaban los 
pesqueros, que van a ser trasladados que va a ser dragado y acondicionado para poder utilizarlo como 
muelle para graneles. 


Hace una semana estuvimos reunidos con el Presidente de la Administración Nacional de Puertos para 
comentarle nuestra situación. Por las características del Puerto de Montevideo, los graneles están en quinto 
lugar de prioridad de atraque. Esto afecta el orden en que ingresan los barcos al muelle, y ello significa que 
los barcos que quedan afuera, esperando, tenga un costo que ronda los US$ 20.000 por día. En los últimos 
dos años las firmas que exportamos los graneles, es decir, los chips por el puerto de Montevideo, tenemos 


aproximadamente ochenta días de espera, días perdidos, que significa aproximadamente US$ 1:600.000 es 
algo que no lo dije en mi exposición anterior, pero está vinculado con los impuestos y las tasas de transporte 
que repercuten en una mercadería de valor muy bajo. No es lo mismo un día de espera de US$ 20.000 para 
un barco cargado con soja, que vale US$ 500 la tonelada, que esos mismos US$ 20.000 para una tonelada de 
mercadería que vale US$ 80. No es lo mismo una tasa de transporte de algo más de un dólar, como cobran 
algunas Intendencias por ejemplo la de Rocha en un producto de US$ 2.000 la tonelada, que en uno que vale, 
en pie, US$ 20 para el productor. 


La situación del puerto es difícil, por suerte por crecimiento. La verdad es que el puerto tiene mayor 
actividad, no ineficiencia. Pero, por diversas razones, no ha podido acompasar ese crecimiento con las 
inversiones necesarias. Ha habido incremento en los contenedores y de barcos de pasajeros, que desde 
noviembre a marzo tienen absoluta prioridad en los muelles, no esperan ni una hora. Parte de los barcos 
sojeros, que ven congestionados los puertos del litoral, quedan a la espera acá afuera, y pueden ir al litoral, a 
los puertos argentinos o entran a Montevideo; ellos tienen muchas opciones. Nuestros productos tienen una 
sola opción: salen por Montevideo. Esa es la situación portuaria. 


En cuanto al valor de los arrendamientos es difícil dar una cifra única, porque en toda la cadena forestal lo 
que más impacta es la distancia al centro de consumo que se tenga en consideración para el proyecto que se 
va a desarrollar. Si un campo está muy próximo a la fábrica de celulosa, y esta tiene interés en ese campo, 
seguramente puede pagar un precio muy diferente a si se lleva la madera desde ese campo hasta el aserradero 
en Tacuarembó. Por lo tanto, se afecta de manera diferente, y depende de la distancia. 


En el sureste la única alternativa de comercialización es el puerto Montevideo sin perjuicio de que algo se 
mueve hacia el litoral, a la fábrica de UPM. De todos modos, cada campo se considera de acuerdo con su 
distancia a Montevideo. Yo diría que el precio puede estar en el entorno de los US$ 50 a US$ 100 por 
hectárea. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos la visita. Quedamos a las órdenes para continuar con este 
proceso de intercambio. 


(Se retira de Sala la delegación de la Sociedad de Productores Forestales) 
(Ingresan a Sala autoridades del Instituto Nacional de Colonización) 


——- La Comisión de Hacienda da la bienvenida a una delegación del Instituto Nacional de Colonización, 
integrada por el ingeniero agrónomo Andrés Berterreche, Presidente, y por el ingeniero agrónomo Gonzalo 
Gaggero, Vicepresidente. 


Como ustedes saben estamos analizando el proyecto de ley relativo al Impuesto a la Concentración de 
Inmuebles Rurales, y queremos conocer la visión de los distintos actores involucrados, tanto de instituciones 
públicas como privadas, para que sirva de insumo en nuestro debate. 


SEÑOR BERTERRECHE.- En primer lugar, damos las gracias por invitarnos. 


La iniciativa legislativa que estamos analizando nos involucra directamente, en la medida que en la Sección 
II se hace referencia específica a fondos que irían destinados al Instituto Nacional de Colonización. 


Además, el conjunto del proyecto de ley apunta a tratar de disminuir un problema que existe no solo en 
Uruguay sino también en el resto del mundo, vinculado a la concentración de la tierra. A su vez, esto tiene 
que ver con la Ley N* 11.029, de creación del Instituto Nacional de Colonización. Este organismo fue creado 
en 1948, específicamente, para contribuir a disminuir los efectos de la concentración de la propiedad de la 
tierra. 


En este marco quiero decir en los niveles de generalización que podemos hablar en esta reunión que el 
Instituto siempre va a estar a favor de aquellas medidas que eviten la concentración de la tierra, no solo por 
convencimiento sino también por mandato legal, porque eso es lo que establece el artículo 1* de la Ley 

N? 11.029. Por lo tanto, de no actuar de esa manera, estaríamos incumpliendo la norma. 


Evidentemente, todas aquellas medidas que financien al Instituto le permitirán incidir en el merado de tierras 
con un poco más de aire financiero en un sistema en el que sistemáticamente viene aumentando el precio de 
la tierra y la concentración de su propiedad. Los primeros datos del censo agropecuario todavía no son 
oficiales revelan que efectivamente se está produciendo una disminución de los propietarios de tierra, 
producto de un proceso concentrador. 


Los efectos de esta situación implican directamente al Instituto, porque aquellos que son sacados del juego 
del mercado van a golpear sus puertas, y los esfuerzos que debe hacer para adjudicar tierras a los productores 
que van quedando sin ella, son cada vez mayores. 


Todos estamos de acuerdo con la importancia que tiene el financiamiento. Aunque no alcanza para cubrir las 
necesidades del Instituto para cumplir su plan estratégico que fue discutido y aprobado tanto por el Directorio 
como por todos y cada uno de sus trabajadores, ayuda bastante a llegar a la meta de quince mil hectáreas 
anuales, tal como nos propusimos para el periodo 2012 2014. 


Al mismo tiempo, hoy en el mundo se está viendo que el efecto de la concentración va a traer aparejados 
otros problemas. 


Se trata de un tema que está siendo manejado directamente por la FAO, "land grabbing" en inglés, que refiere 
al acaparamiento de tierra, que ha generado preocupación en los estamentos internacionales y en los países en 
general. 


En ese sentido, todas aquellas medidas que puedan afectar o desacelerar no se pretende otra cosa el proceso 
concentrador en la propiedad y el usufructo de la tierra, van a ser bienvenidas por este Instituto, que tiene 
como obligación la adjudicación de tierras para el bienestar del pequeño productor y del asalariado rural. 


SEÑOR GAGGERO.- La Ley_N” 11.029, de 12 de enero de 1948, que fue promulgada por todo el 
espectro político nacional, demuestra que ya en esa época existía este espíritu. En ese sentido, en el 
artículo 111 de la ley, se establece un impuesto a todo propietario que arriende la tierra a terceros y 
obtenga un lucro. Ese impuesto estaba relacionado con el aforo de la contribución inmobiliaria rural 
que se vertía a las Intendencias. En aquel momento, el ocho por mil del aforo de la contribución del 
campo se volcaba al Instituto Nacional de Colonización. Esta era una forma de generar recursos y 
limitar ese aspecto en alguna medida. 


Sin embargo, hoy se habla de la gran propiedad inmueble. Si se compara $ 1:500.000 del año 1948 con 
US$ 1:000.000 actuales, apreciamos que se está proponiendo un impuesto de US$ 8 por hectárea en tierras de 
mucho mayor valor; en aquel momento, el equivalente era US$ 6.000. 


Con esto quiero mostrar que había una concepción filosófica de todos los partidos que, desde aquella época, 
están tratando de generar recursos para el Instituto Nacional de Colonización, que es un organismo 
sumamente importante para mantener la cultura productiva nacional de gente que no tiene posibilidades de 
acceder a la tierra. Hoy, la rentabilidad que genera la tierra, no permite a un pequeño productor familiar 
adquirirla y pagarla con producción, sino que tiene que ser apoyado por organismos como el Instituto 
Nacional de Colonización, que sí hace política de tierras y colonizadoras para mantener esa cultura y la 
producción. 


Por lo tanto, somos firmes partidarios de las dos partes que forman este proyecto. Una de ellas es el impuesto 
a la concentración, que seguramente no va a ser la panacea para limitarla, pero se trata de una señal que 
muchas veces ha dado la sociedad uruguaya. Por ejemplo, recuerdo el programa de Wilson Ferreira Aldunate 
del año 1971 en el que se proponía la limitación de la superficie de la tierra y, además, los proyectos de ley de 
usos del agua, de suelos, etcétera. Todo esto demuestra la preocupación por el hecho de que la tierra tenga un 
fin social que es el objetivo del Instituto. 


Entonces, ¡cómo no íbamos a venir al Parlamento a defender una propuesta tan importante como la que se 
está discutiendo! 


SEÑOR GANDINI.- Quiero aclarar que no estoy haciendo uso de licencia, sino que estoy ocupando 
una banca en el Senado. Por lo tanto, en mi condición de Senador vine a escuchar a la delegación 


porque integro esta Comisión como Diputado y, eventualmente, en su momento deberé votar este 
proyecto. 


Deseo hacer una consulta sobre la Sección II de este proyecto que determina una modificación del IRPF, que 
seguramente, para la mayoría de las transacciones, implica un aumento en el impuesto. Esto tiene como 
destino el Instituto Nacional de Colonización y supongo que esos recursos le van a permitir adquirir tierra y 
demás, porque refiere a políticas de desarrollo. 


La pregunta es si los servicios del Instituto han hecho algún cálculo en cuanto al posible monto de 
incremento de recaudación. 


Esta es una medida que tiene una línea diferente a la que se ha seguido durante el Gobierno anterior y lo que 
va de este, en cuanto a lo que se conoce como rentas afectadas que se han ido desmontando a través de 
diversas leyes, particularmente de Presupuestos y Rendiciones de Cuentas. Anteriores políticas sí las 
consagraban, sin embargo se vuelve a ello y se afecta una renta con un destino específico. Como ese destino 
es el Instituto Nacional de Colonización, la pregunta es si tienen algún cálculo de posible aumento de 
recaudación en virtud de la aplicación de los dos últimos artículos de este proyecto de ley que está a 
consideración. 


SEÑOR MUJICA.- Quería solicitar a los representantes del Instituto Nacional de Colonización que nos 
contaran sus planes de desarrollo para los próximos años. 


SEÑOR BERTERRECHE.- En primer lugar, agradezco la pregunta del señor Senador Gandini, 
porque me habría ido con una frustración enorme si nadie me hubiera preguntado nada. 


En realidad, cuando se hace el estudio previo a ser enviado el proyecto al Poder Legislativo, la propia Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto nos llama y nos plantea cuánto sería lo que se recaudaría por esa vía, que está 
entre los US$ 12:000.000 y los US$ 20:000.000 y que, en realidad, es descendente. Va a llegar un momento 
en que no existirá más, porque es una adecuación de lo comprado, previo a 2007. Por lo tanto, en la medida 
en que el proceso de compra-venta de campos siga, es un impuesto que, si bien afecta, tiende a desaparecer 
en el largo plazo. 


La respuesta concreta es entre US$ 12:000.000 y US$ 20:000.000. Calculamos que podemos pensar en unos 
US$ 15:000.000 a US$ 18:000.000 para estar más certeros con la cifra. Además, creemos que esto es con 
relación a la valoración de los campos anteriores a 2007. 


Quiero introducir el tema de que existe un proceso de evaluación por valoración productiva, pero también un 
proceso de especulación inmobiliaria con el tema de tierras. Eso se puede ver si uno analiza las gráficas del 
aumento de la rentabilidad del campo versus el aumento del precio de la tierra. Es muy superior la 
aceleración de la curva en el aumento del valor de la tierra frente a lo que ha sido el aumento de los valores 
de lo que se puede sacar de ese mismo bien. Por lo tanto, obligatoriamente existe una expectativa 
inmobiliaria sobre ese bien, y no solamente productiva. Por eso también es importante ajustar ese valor del 
impuesto que va a estar afectado al Instituto Nacional de Colonización. 


En cuanto a los planes que tiene el Instituto, nosotros discutimos un plan estratégico por cinco años, donde 
está planteado que en los dos primeros años íbamos a adquirir 5.000 hectáreas por año, en el 2010 y en el 
2011 ya llegamos a más de 12.000 hectáreas compradas y 45.000 más compradas en tres años consecutivos, 
es decir, 15.000 hectáreas por año. Esto es para tratar de satisfacer una demanda que está muy por encima de 
lo que es posible hoy con el sistema de adjudicación o de renovación mecánica de las colonias. El Instituto 
tiene alrededor de 350.000 o 370.000 hectáreas en propiedad, y esa adjudicación está priorizada por algunos 
parámetros. En primer lugar, por el buen resultado que en el período anterior dio el tipo de adjudicación de 
carácter asociativo colectivo en campos de recría, en campos de producción de forraje en común, o campos 
directamente gestionados en forma comunitaria. En segundo término, por las prioridades en algunos rubros, 
principalmente la lechería, que es la principal afectada por el proceso de la concentración. Hay que entender 
que nosotros, teniendo cada vez más eficiencia productiva en la lechería y siendo más competitivos a nivel 
internacional, todos los años estamos perdiendo productores lecheros, muchas veces desplazados de la propia 
cuenca lechera por el proceso agrícola que se ha dado, al cual no solo no nos oponemos sino que creemos que 
es bien importante para la lechería, pero que está desplazando a un montón de arrendatarios lecheros. Hay 


que tener en cuenta que el 50% de los productores lecheros son arrendatarios, y son los que se ven afectados 
por este avance, en parte productivo y, como dije, en parte acumulativo. En tercer lugar, porque durante 
mucho tiempo el país no apostó a un rubro en el que se vio la disminución concreta, que es el ovino. Pasamos 
de 24 millones de cabezas en nuestra majada nacional a menos de 8 millones. Hay que apoyar al sector ovino 
en campos que, además, son los mejores para trabajar desde el punto de vista de unidades familiares, donde 
el trabajo es familiar. 


Por supuesto, tenemos previsto continuar con el apoyo al sector sucroalcoholero, donde la gran mayoría de 
los productores son colonos. Hoy tenemos el orgullo de decir que en la Colonia Raúl Sendic el récord de 
producción de azúcar por hectárea es de nuestros colonos, aun frente al resto de los productores privados. Se 
trata de productores que, en realidad, son asalariados rurales devenidos en colonos, y que han demostrado 
que si se les dan todas las herramientas son capaces de producir con eficiencia. 


Lo mismo podemos decir sobre la lechería, porque tenemos el récord de producción de leche por hectárea por 
año. Se trata de un colono de 30 hectáreas, con propiedad adicional de 40 hectáreas, que produce 12.400 
litros de leche por hectárea anuales, frente a un promedio nacional de 2.500 litros de leche por hectárea por 
año. En realidad, tenemos entre 2.500 y 3.500 colonos, dependiendo de la evaluación de los campos de 
carácter asociativo, y posiblemente superan los 6.000 los aspirantes a tierras. La propia reproducción de la 
familia de colonización y de la producción familiar es este el único lugar al que pueden llegar. Vale la pena 
leer un artículo que salió en la revista de la Asociación Nacional de Productores de Leche, donde un lechero 
desalojado dice que su última esperanza es el Instituto Nacional de Colonización. Lo que dijo esa persona en 
ese artículo, en realidad, se reproduce sistemáticamente en nuestra campaña. Hoy, teniendo en cuenta los 
precios de la tierra y los procesos de concentración existentes, la última esperanza de muchos productores 
que todavía están no estamos hablando de inventar productores; son productores que están y que si se van, 
son bibliotecas que se nos van a prender fuego, es el Instituto. Por eso, también consideramos que va a ser 
bien recibido todo proyecto que desacelere el proceso de concentración y que, por otro lado, financie la 
posibilidad de compra de tierras al Instituto. 


SEÑOR ASTI.- Al principio de su exposición, el ingeniero Berterreche decía que en el período 2010- 
2011 se habían adquirido 12.000 hectáreas de tierra. ¿Ese número se obtuvo mediante la compra, o ahí 
se incluye el pasaje de tierras fiscales al Instituto? 


SEÑOR BERTERRECHE.- Podemos decir que, mayoritariamente, todo es por compra en el sector 
privado. No hubo nada que pasara a título oneroso en estos dos años. Lo poco que venía a título 
oneroso, está acá en el Parlamento; no llegó al Instituto. Sí se adquirieron algunos predios fiscales, pero 
se pagaron, y a un precio que no digo que sea de mercado, pero seguro que es el que se estableció en la 
tasación tanto del Instituto como de la contraparte del Estado. 


Asimismo, se compraron 270 hectáreas al Banco Hipotecario del Uruguay en Canelones, en la zona de 
Piedras de Afilar. También se está en un proceso de compra al Ministerio del Interior en Cerro Alegre, en 
Soriano. Se acaban de comprar aproximadamente 600 hectáreas en Flores, de un campo realmente productivo 
que tenía ASSE. 


Todo lo que se viene adquiriendo a nivel del Estado y aun dentro de la Ley_N” 18.187, relativa a la 
repoblación de la campaña, se viene pagando al precio de las tasaciones correspondientes. 


SEÑOR GANDINI.- Volviendo a la Sección II, quisiera hacer un par de preguntas para conocer la 
interpretación que hace el Instituto Nacional de Colonización de dos aspectos, más allá de que 
seguramente también se lo preguntaremos al Poder Ejecutivo en su momento. 


En primer lugar, estos dos artículos no prevén fecha de inicio o ejercicio a partir del cual esto comience a 
regir. De allí se desprende que si el proyecto se aprobara antes de fin de año, el ejercicio a partir del cual 
tendrían vigencia sería el actual. Entonces, se aplicaría con retroactividad a todas las transacciones que se 
hubiesen hecho durante este ejercicio. Es decir que según mi interpretación si quisiéramos que comenzara a 
regir en el futuro debería decir "a partir del siguiente ejercicio" o bien establecer una fecha. Si no lo aclara, la 
práctica tributaria indica que rige para el ejercicio en el cual se aprueba. Por lo tanto, todas las transacciones 


que se hicieron pagando un determinado impuesto tendrán que reliquidarse, ya que los montos deberían ser 
otros. 


Quisiera saber si el Instituto tiene alguna opinión al respecto. 


En segundo término, en los artículos 13 y 14 se establece que los recursos serán "(...) afectados a políticas de 
desarrollo del Instituto Nacional de Colonización, así como a otras políticas de desarrollo rural". Esta 
formulación puede llevar a una doble interpretación, es decir, que todo lo recaudado va para el Instituto 
Nacional de Colonización y para dos objetivos, que son: políticas de desarrollo y otras políticas de desarrollo 
rural. Pero también puede interpretarse que lo recaudado va al Instituto Nacional de Colonización y a otras 
políticas de desarrollo rural que el Estado pueda desarrollar, ya sea a través del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca o de alguna otra institución. En ese caso, tampoco establece porcentajes ni cómo se fija 
esto. 


La formulación parece querer establecer dos destinos diferentes: al Instituto Nacional de Colonización para 
políticas de desarrollo y a otras políticas de desarrollo rurales que, evidentemente, puede impulsar el Estado a 
partir de otras Unidades Ejecutoras. 


Me gustaría conocer su opinión al respecto. 
SEÑOR BERTERRECHE.- Estamos lejísimos de ser tributaristas. 
SEÑOR GANDINL.- Pregunto esto porque ustedes han hecho los cálculos. 


SEÑOR BERTERRECHE.- No, los cálculos los hizo la OPP allí hay gente que sí debe saber más de 
tributos y nosotros los asumimos. De todas maneras, las leyes son marcos que, generalmente, deberían 
ser reglamentadas. 


Siempre que se habló, se hizo pensando en que fuera a partir de su aprobación, no con retroactividad, pero, 
evidentemente, para los fines del Instituto, cuanto más se recaude, mejor. 


En cuanto a la segunda pregunta, es cierto que puede dar lugar a esa interpretación y tal vez eso sea parte de 
lo que debe reglamentarse. Para el Instituto, o por lo menos para este Director hay que recordar que el 
Instituto tiene una Dirección colectiva, hubiera sido mucho mejor dejar hasta la coma, porque el Instituto 
Nacional de Colonización es una herramienta de desarrollo rural de excelencia. Tanto es así que hay países 
vecinos que están pidiendo nuestra cooperación para que los ayudemos a hacer un Instituto de Colonización 
como el que tenemos aquí. 


El Instituto es la herramienta de desarrollo rural principal. Si bien el Ministerio tiene una Dirección que 
puede generar las políticas, el Instituto Nacional de Colonización es la mejor herramienta para su ejecución. 
De todas maneras, creo que esta situación se va resolver por la vía de la reglamentación. 


SEÑORA GAGGERO.- Me parece bueno el aporte que hace el señor Senador Gandini porque trae a la 
mesa de discusión elementos de seguridad jurídica y de importancia fundamental. 


También me quiero referir a ese aumento de la ganancia que se genera cuando se especula con la tierra. Hay 
derecho a hacerlo porque las condiciones se dieron para que la valorización supere largamente los cálculos 
más optimistas que se hicieron en el año 2007, cuando se llevó a cabo la reforma tributaria que generó los 
recursos, en un adicional del ITP para el Instituto Nacional de Colonización. En aquel momento, pudimos 
apreciar lo siguiente. En el Instituto Nacional de Colonización recibimos todas las ofertas de ventas de campo 
de más de 1.000 hectáreas. A partir del año 2007, veíamos que las tierras tenían una valorización imponente. 
Sabemos de un solo comprador que, en tres años, ganó US$ 12:000.000 por una estancia. Eso no tenía un 
castigo impositivo, es decir, una imposición más justa que generara recursos para la sociedad. Ese ejemplo, 
que mantengo en reserva, pero que es real, se multiplicó por muchos cuando se daba la compra y venta de 
tierras sobre todo, pasada la crisis de los años 2003 y 2004, debido a que los valores eran muy bajos. En ese 
momento, la sociedad rural del Uruguay enajenó departamentos enteros debido al endeudamiento y a la 
generalidad de la crisis que se vivía. Hoy, eso se está corrigiendo con una medida bastante ajustada a la 


norma, porque a aquel que ha ganado una valorización de US$ 3:500.000 en 1.000 hectáreas, se le pide que 
haga una contribución de US$ 180.000, cosa que, conceptualmente, es decir, desde el punto de vista social, es 
muy justa y genera recursos para que la sociedad siga haciendo desarrollo rural o desarrollo en general. 


Quería aportar eso, porque fue conversado en su momento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera hacer una aclaración: este es un proyecto de ley que, obviamente, 
está siendo considerado por las bancadas de todos los sectores. Algunas de las respuestas que nos han 
dado se van acumulando, con el fin de perfeccionarlo de la mejor manera, ya sea para un lado o para el 
otro, de acuerdo con la posición que cada parlamentario o sector político pueda tener. Por lo tanto, 
entiendo muy atinada la última intervención. 


Muchas gracias por haber venido; quizás los volvamos a llamar, ya que estamos en pleno intercambio de 
opiniones con relación a este tema. 


(Se retira de Sala la delegación del Instituto Nacional de Colonización) 

——- La Comisión pasa a intermedio hasta la hora 16. 

(Es la hora 15 y 33) 

——— Continúa la reunión. 

(Es la hora 16 y 35) 

(Ingresa a Sala el Decano de la Facultad de Agronomía, acompañado por dos docentes) 


——- La Comisión de Hacienda da la bienvenida y agradece la presencia de las autoridades de la Facultad de 
Agronomía, su Decano, el ingeniero agrónomo Fernando García, y los docentes ingeniero agrónomo Pedro 
Arbeleche e ingeniero agrónomo Miguel Vassallo. 


Como ustedes saben, estamos considerando un proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo denominado 
"Impuesto a la Concentración de Inmuebles Rurales". En el marco de la discusión parlamentaria de este 
proyecto, la Comisión se ha pautado la necesidad de invitar a distintos actores que tienen que ver con este 
tema. En particular, la Facultad de Agronomía es claramente la academia, que conoce la realidad y que 
trabaja en función de ella. De manera que nos interesa el punto de vista que nos puedan aportar. 


La idea es que ustedes hagan una breve exposición y que luego los distintos legisladores hagan las preguntas 
que entiendan necesarias y, dentro de las posibilidades, lleguemos a un intercambio con respecto a este punto. 


Tiene la palabra el ingeniero agrónomo García, Decano de la Facultad de Agronomía. 


SEÑOR GARCÍA.- En realidad, somos nosotros quienes debemos agradecer la invitación y que 
consideren que podemos aportar algo con respecto a este tema. 


Vista la convocatoria, invité, a través de su Departamento, al profesor Miguel Vassallo, que es el profesor 
titular de Economía Agraria y ha estado estudiando el tema de la tierra desde hace un buen tiempo; 
recientemente, se publicó un libro, del cual es el principal editor. Asimismo, invité al profesor Pedro 
Arbeleche, quien ha trabajado en gestión de empresas y últimamente lidera el Grupo de Agronegocios que 
funciona en el Departamento de Ciencias Sociales. Con él, además de otros compañeros, compartimos un 
libro tendiente a aportar conocimiento esto tiene que ver con los llamados que hace la Universidad en 
cumplimiento del artículo 2 de la CSIC, desde distintos ángulos, sobre el tema que hasta ahora llamamos 
intensificación agrícola. 


Soy profesor de manejo y conservación de suelos; esa es mi preocupación. De manera que mis comentarios 
van a estar bastante sesgados en el sentido de qué está pasando con los recursos naturales y qué 
consecuencias puede tener esta iniciativa en esa dirección. 


Voy a hacer algún comentario lo más breve posible sobre este tema, para luego dar lugar al intercambio que 
propuso el señor Presidente. 


Personalmente, leí el proyecto. Me da la impresión de que toda la exposición de motivos apunta a la 
valorización del factor tierra más que a la concentración. Apunta a los dos objetivos, pero primero a la 
valorización, por lo cual a uno le hace ruido la denominación de la iniciativa. Daría más la impresión de que 
es un impuesto a la valorización de la tierra, a propietarios que acumulan más de 2.000 hectáreas en diversos 
estratos. 


En cuanto a la concentración y a algo que no está dicho, pero de lo que se habla todos los días: la 
extranjerización, esta iniciativa solo grava la propiedad y no la tenencia. Desde el punto de vista de la 
conservación de los suelos, uno de los problemas importantes que tenemos es que la enorme mayoría de la 
actividad agrícola del país la hacen quienes no son dueños de la tierra y tienen contratos de arrendamiento 
cortos, de dos o a lo sumo tres años y, a veces, uno. Todos sabemos que nadie cuida lo que no es suyo como 
quien es el dueño, por más que tenga las mejores intenciones. 


Me pregunto si el efecto de estas disposiciones, que liberan de gravamen predios que están por debajo de las 
2.000 hectáreas, no fomentará su búsqueda y arrendamiento por parte de quienes arriendan tierras, porque 
obviamente el costo del impuesto se trasladará a la renta que se cobre. Quizás, de alguna manera, intentando 
desalentar la concentración de la propiedad se pueda aumentar la concentración de la tenencia, con lo cual, 
seguramente, pequeños productores y algunos productores familiares no alcanzados por el gravamen salgan 
de su rol productivo, en la medida en que puede serles más interesante arrendar su tierra que desarrollar 
algunas actividades a las que se dedican. 


En el otro extremo, me preocupan los predios criadores de cría vacuna y ovina que van a ser alcanzados por 
este impuesto. Por ejemplo, en el basalto hay predios promedio CONEAT 50 que, por lo menos, a partir de 
las 4.000 hectáreas, serán alcanzados. Pero esa es la actividad menos lucrativa y más limitante de la cadena 
cárnica. Estimo que Uruguay hoy no exporta más y tiene parada buena parte de su industria frigorífica porque 
no hay terneros, más allá de las sequías que sufrimos. El hecho es que históricamente la cría ha sido un 
problema, a pesar de que este sector ha intentado incorporar tecnología. Esas tierras son las de menor calidad 
y no tienen mayor competencia. Sin embargo, proporcionalmente a igualdad de tamaño, etcétera este 
impuesto va a golpear esa actividad más que a cualquier otra cadena productiva. 


SEÑOR VASSALLO.- Traje un documento para acercar a la Comisión. Me pareció oportuno escribir 
algunas cosas que representan una reflexión de alguien que se aproxima a un proyecto de ley desde el 
ángulo de la economía agraria, particularmente, de la economía del desarrollo, en una perspectiva, 
naturalmente, técnica o académica. 


Por tanto, no voy a leer el documento porque ahora lo tienen, pero sí quiero hacer rápidas enunciaciones de lo 
que figura en él. Aclaro que no es un análisis acabado ni completo, pero de alguna manera se afirma en las 
ideas o la información publicada en este libro que como dijo el señor Decano editamos este año, como 
producto de la investigación de un grupo de colegas de la Facultad de Agronomía y algunos otros técnicos 
invitados del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


Sobre los objetivos, creo que lo que dijo el Decano es compartible. A mí me resultan un tanto opacos en tanto 
están solamente en el título y no fueron enunciados explícitamente a lo largo de la exposición de motivos. De 
todas maneras, del título y de lo que se infiere en el texto, quiero decir que me parecen pertinentes como 
objetivos finales evitar, limitar o afectar la concentración y seguramente aunque tampoco está dicho la 
extranjerización. Sí debo decir que esto debe buscarse en un contexto de crecimiento, equilibrio y 
sustentabilidad de largo plazo, en el sentido de que hay que ver estos elementos, que pueden tener un objetivo 
final, en un contexto mucho más amplio de crecimiento y dinámica del sector agropecuario. A mi juicio, no 
pueden analizarse en forma exclusivamente aislada e independiente del resto del comportamiento sectorial. 


Efectivamente, en el campo del diagnóstico y con referencia a algunos elementos teóricos, hay un supuesto 
de la economía moderna y es que la tierra es una cantidad de oferta fija y completamente independiente del 
precio. Ese es un supuesto que se reitera en más de una oportunidad en la exposición de motivos y se recoge 
en la literatura económica. Sin embargo, hay que entender que en la literatura económica se lo recoge como 


un supuesto teórico que permite avanzar en otro tipo de análisis. Pero ese supuesto no siempre se cumple en 
forma absoluta en todas las situaciones y condiciones reales, por lo menos a nuestro juicio. 


A su vez, el incremento del valor bruto de producción y, en consecuencia, del factor tierra, va a implicar que 
se pondrá en valor una mayor superficie de tierra o cambiará su objeto de aplicación en una visión nacional y 
mundial. El tema es que hoy la tierra no puede analizarse exclusivamente en una perspectiva nacional de un 
Estado cerrado porque la globalización ha cambiado los parámetros con que debemos analizar la 
disponibilidad y la utilización de los recursos naturales y de los factores en general. 


Asimismo, se dice que al ser un factor de oferta fija y capitaliza externalidades, se plantea que capitaliza dos 
tipos de externalidades: el desarrollo de la infraestructura y la calidad institucional. A decir verdad, en nuestro 
análisis, la capitalización en términos de la infraestructura como una externalidad no parece razonable que 
explique el crecimiento del precio de la tierra que aconteció en el Uruguay en los últimos ocho años, a partir 
de 2003. Para nosotros no constituye una razón sustantiva para explicar el cambio del precio de la tierra, 
entre otras razones, por la obviedad de que todos los uruguayos estamos preocupados más los que tenemos 
que ver con el sector agropecuario con la construcción y el desarrollo rápido de una mayor y mejor calidad de 
infraestructura en general. Entonces, no parecería que ese haya sido el cambio. No hay cambios cualitativos 
sustantivos en este período que expliquen lo relativo al precio de la tierra. 


En cuanto a la calidad institucional del país, creemos que es un aspecto absolutamente relevante para 
entender los procesos económicos recientes de la economía uruguaya, pero me parece que la calidad 
institucional es una razón de inversión, de crecimiento y cambio técnico en el medio agrario. Es esa calidad 
institucional la razón por la que se invierte. Y con ello se incrementa el valor de los bienes agrarios, tanto de 
los factores como de los productos. En consecuencia, me parece que el análisis es relativamente inverso: en 
la medida en que tenemos calidad institucional, se invierte, se mejora el volumen y calidad de los productos; 
y, por lo tanto, eso genera un cambio en el precio de la tierra. O sea que yo no diría que se deriva de la 
calidad institucional en sí sino de los procesos económicos que se generan a partir de esa calidad 
institucional. 


El precio de la tierra en el Uruguay contemporáneo, a nuestro juicio, tiene tres factores sustantivos de 
explicación. | El primero es, naturalmente, la riqueza que se genera sobre ella y que da lugar a la discusión 
teórica, clásica, de la economía de la generación de la renta económicamente pura, cuestión que, obviamente, 
no puede estar en discusión. 


Pero, hay un par de factores más que me parecen relevantes. Uno de ellos es la competencia intrasectorial 
que, de alguna manera, es uno de los productos de comprensión teórica que nos da este trabajo que hemos 
publicado. En el Uruguay de los últimos ocho años el 2003 es un año bisagra, a partir del cual se modifican 
los comportamientos económicos del país ha habido una competencia intrasectorial por los recursos, 
básicamente, tierra y recursos humanos. Por supuesto que también por los recursos de capital, pero la gran 
competencia es en los recursos naturales. Esa es una competencia que se da entre distintas actividades de la 
producción agraria y se puede analizar en varios sentidos. Hay competencia de la agricultura de secano con la 
ganadería; de la forestación con la ganadería de cría; de la agricultura con la lechería; de la ganadería de 
engorde con la ganadería de cría o con ciclo completo, y también hay de la ganadería con la ganadería, 
porque implicó desplazamientos territoriales, espaciales, notorios en el país. Estos comportamientos de 
competencia han llevado a un incremento del precio pero, a su vez, eso genera una espiral virtuosa de 
crecimiento y de cambio tecnológico. Es allí donde después, esa competencia se expresa a través del 
incremento del precio de la tierra. 


El tercer factor que nos parece relevante es que en el mundo el precio de la tierra está cambiando; esto no 
solo sucede en el Uruguay. En los últimos diez o quince años el precio de la tierra ha estado cambiando en 
casi todos los países que tienen una dinámica económica. Los datos y las informaciones que relevamos lo 
demuestran claramente. Es más, en el país comenzó a incrementarse lentamente el precio de la tierra a 
mediados de la década de los noventa, hasta que en 1997-1998 se detuvo, cayó y volvió a quedar en 
posiciones extremadamente bajas hasta que genera su despegue con el crecimiento de la producción, a partir 
del año 2003. Este año es considerado como bisagra de los valores de la producción y, consecuentemente, del 
precio de la tierra. Sobre eso hay bastante información. 


No creo que sea bueno analizar la valorización del precio de la tierra en forma estática, sino en relación a 
factores del comportamiento dinámico del sector y en forma colectiva, no a partir de un solo sector. 


Además hay que percibir algo que, a nuestro juicio, es muy importante. Me refiero a que el sector agrario 
uruguayo estuvo, durante muchas décadas, con un crecimiento muy bajo e, inclusive, estancado, lo que se 
modifica parcialmente en algunas áreas en la década del noventa. Pero la modificación cualitativa y 
sustancial se genera en la década que va del 2000 al 2010. Estos cambios implican un enorme aporte de 
inversiones y cambios tecnológicos desconocidos históricamente en Uruguay, y para encontrar situaciones 
similares hay que retrotraerse, al menos, a la década del cincuenta. 


Hemos quebrado un estancamiento que afectaba a toda la economía y que, por supuesto, generaba 
condiciones sociales de depresión muy fuertes. Estos cambios cuantitativos y cualitativos del sector están 
vinculados con los cambios tecnológicos y, obviamente, se expresa en el precio de la tierra. Pero se debe 
entender el significado de eso. Me parece que la comprensión teórica equivocada, o quizás no del todo 
precisa, puede conducir a interpretar no de la mejor manera los procesos económicos que queremos afectar, 
cuyos objetivos, insisto, son compartibles. 


En el cuarto punto del documento que les entregué, me refiero a la utilización de los instrumentos y la 
formulación de las medidas. Hay dos aspectos que me gustaría mencionar. En primer lugar no me es claro 
parecería que las franjas de afectación impositiva son estáticas, con tasas de imposición que cambian 
sustantivamente al pasar de un estrato de superficie al siguiente. Me parece que eso tiene dos problemas. El 
primero, que puede ser injusto, porque por pocas hectáreas de diferencia un productor probablemente deba 
pagar una suma cuantiosamente distinta si se aplica una afectación de este tipo. El segundo es que puede dar 
lugar a artilugios legales de subdivisión, u otro tipo, para pagar tasas menores del impuesto o no pagar. 


En cuanto al aspecto que refiere al instrumento y la formulación de la medida me parece que es importante 
entender lo que sucede en el caso de los estratos de superficie por Índice CONEAT. Más allá de que ese 
Índice implica un ajuste de la productividad como todos conocen y se ha expuesto en la exposición de 
motivos no reconoce porque no le es propio las diferentes actividades productivas que sobre el suelo se 
generan. Esas diferentes actividades productivas que incluyen las tradicionales, las que han tenido un 
desarrollo muy fuerte en estos últimos años u otras muy intensivas, requieren tasas de inversión, economía de 
escala, rentabilidades, etcétera, es decir, variables económicas que son muy diferentes unas y otras. 


Me parece que el Indice CONEAT no permite diferenciar actividades con resultados económicos totalmente 
distintos. El caso que recién manifestó el señor Decano, puede ser un buen ejemplo, no voy a mencionar 
otros. 


Además, me parece que es importante no solo ver la producción agraria a partir de la tierra, sino como una 
cadena de agregación de valor. Ya desde hace veinte años, en la economía agraria analizamos los temas a 
partir de cadenas o complejos agroindustriales. Nos parece que hay actividades en la cadena que requieren 
una articulación de distinta naturaleza, y una de ellas son las economías de escala. Por ejemplo, en el área 
forestal hay empresas que tienen enormes superficies forestales, con propiedad de tierras 


Las empresas fabricantes de celulosa que se han instalado, o se están instalando en el país, necesitan una 
producción y suministro razonable y seguro a largo plazo y eso requiere economía de escala. 


El tratamiento no me resulta similar en situaciones de economía de escalas que están vinculadas y que 
responden a cadenas que son muy distintas. 


Creo que hay heterogeneidad de situaciones que merecen cierta atención. 


El quinto punto al que hago referencia es el impacto. Uno espera que las medidas de política económica 
impacten exactamente sobre los fines que piensan afectar o modificar. 


A mí el instrumento según lo que pude leer en este proyecto; quizás no logré comprender algunos aspectos 
me genera dudas sobre su impacto final. Por un lado, me parece que puede afectar a las empresas de base 
familiar amplia. Me refiero a empresas grandes, de tipo nacional, ganaderas o de otra índole, pero donde hay 
núcleos familiares importantes que son afectados por un impuesto que puede ser marcante en los ingresos de 
la empresa, pueden llevar a disolverla y vender el campo. Eso va a conducir, nuevamente, a una 
concentración porque los que van a poder comprar serán los que tengan capacidad de hacerlo. 


Por otro lado, tengo la impresión no estoy seguro; por lo menos me queda la duda de que las empresas de 
carácter trasnacional, los fondos de inversión y demás, no se verán afectados por estas tasas impositivas, 
debido al manejo de decisión de parámetros económicos de rentabilidad y de seguridad de inversión que 
tienen. 


Entonces, no tengo claro que se logre el objetivo deseado. 


Finalmente, quiero manifestarles tres temas que me preocupan mucho. Si bien no están en este instrumento, 
me gustaría mencionarlos porque seguramente en este debate ustedes ya los han recogido. Es claro que no 
todo instrumento ni medida puede resolver todas las cosas. Eso lo tengo claro, pero al menos me gustaría 
mencionarlos. 


El primero de ellos tiene que ver con el "land grabbing". Como todos ustedes saben, el "land grabbing" es el 
proceso por el cual algunos países especialmente los árabes y China, a través de empresas estatales o 
paraestatales, han comprado, arrendado a largo plazo o bajo distintos tipo de contratos o convenios 
nacionales, enormes superficies de tierra. Yo creo que el país debe prever este tipo de situaciones, razonarlas, 
estudiarlas y tomar algunas decisiones que, a largo plazo, pueden ser extremadamente relevantes a los efectos 
de la preservación de nuestra soberanía y de nuestros recursos naturales. 


El segundo tema es que hay inversiones extranjeras o concentración de propiedad vinculadas a la formación 
bruta de capital fijo. Me parece que este es un requerimiento del país; en términos económicos, no hay mucha 
discusión al respecto, aun teniendo distintas posturas y visiones sobre la economía. Es fundamental 
diferenciar las meras transferencias de activos sobre todo, de propiedad de recursos naturales, donde no hay 
un incremento del acervo productivo del país, de la formación bruta de capital fijo, de aquellas otras que 
están vinculadas a un incremento notorio y sustantivo de la inversión. 


Por último, está el tema de la sostenibilidad de los recursos. La agricultura se ha desarrollado con un gran 
impulso en estos últimos años, pero ha dado lugar a formas empresariales y de articulación extremadamente 
complejas. Ya no existe un actor solo que es el propietario productor o el clásico terrateniente y el empresario 
productor, sino que hay formas de articulación empresarial mucho más complejas. Sé que mi colega, el 
ingeniero agrónomo Arbeleche, ha trabajado sobre este tema; tal vez haga alguna referencia en este sentido. 
Esto se vincula con lo que ya expresó el ingeniero García. 


Por tanto, estas son mis observaciones a esta iniciativa. 


SEÑOR ARBELECHE.- En realidad, me queda poco por decir, ya que los dos colegas que me 
antecedieron en el uso de la palabra han hecho muy buenas exposiciones. 


He trabajado mucho en el tema de la agricultura, las nuevas empresas agrícolas y su presencia en Uruguay. 
Es muy claro que esas empresas tienen una gran concentración de producción, que no es lo mismo que 
concentración de la propiedad. 


En este sentido, no creo que este impuesto sea una herramienta. Me refiero al ingreso neto que hoy reciben 
los productores. Por ejemplo, ayer el Instituto Plan Agropecuario mostró el ingreso neto de productores 
criadores y ganaderos, y supera los US$ 50, US$ 60 o US$ 70 la hectárea. 


Es decir que los montos de este impuesto afectarían relativamente poco y, en consecuencia, no deberían 
impedir que los grandes grupos que concentran tierra o pretenden hacerlo, se limiten; es muy baja la 
imposición como para que el mecanismo funcione de esa manera. Tengamos en cuenta que hoy en Uruguay 
una tierra con Índice CONEAT 100 puede rondar los US$ 3.000 o US$ 4.000. Entonces, un impuesto de 
US$ 8 es prácticamente ínfimo. 


Otro tema preocupante es la concentración del uso de la tierra, a lo que ya se refirió el Decano. Hoy las 
grandes empresas que trabajan en Uruguay hacen una clara diferenciación entre el negocio productivo y el 
negocio patrimonial. 


La tierra es un negocio: se adquiere como patrimonio y se trata de incrementar porque es una muy buena 
inversión en un mundo actual las inversiones no son lugares fáciles, no hay seguridad, ya que da seguridad y 


mantiene el valor a lo largo del tiempo. 


La producción es un negocio separado; la realiza otra empresa. Esto es lo que genera la separación. 


SEÑOR MUJICA.- Entiendo que en el trabajo que han presentado se reconoce la existencia de una 
renta de la tierra. Eso forma parte de la ciencia económica desde sus inicios; eso lo plantearon los 
fundadores de la economía científica. 


Me llama la atención que el trabajo no avance en la vinculación entre la concentración de la propiedad de la 
tierra y la concentración de la renta de la tierra, y sus efectos sobre la distribución de la renta en la sociedad. 


Por otra parte, voy a formular algunas preguntas con respecto al ejemplo que se puso de los criadores que 
trabajan en el basalto, en tierras que en promedio tienen un Índice CONEAT 50. Quisiera saber cuál es el 
paquete tecnológico que se debe aplicar en el basalto para aumentar la productividad de una tierra con Índice 
CONEAT 50, qué costo tiene y cuál es su relación con el valor de una hectárea en ese mismo ámbito. 


SEÑOR VASSALLO.- Obviamente, el trabajo está basado en el análisis de la renta de la tierra. Yo hice 
un comentario sobre el proyecto; no hice una disquisición sobre la concentración de la renta y demás. 
Realicé una serie de reflexiones sobre si este instrumento y la medida, tal como está diseñada, son 
capaces de afectar la distribución de la renta de la tierra, acorde a comprender la dinámica sectorial 
que ha existido en estos últimos años. 


En mi opinión, todo proceso de crecimiento tiene, en general, un conjunto de factores o consecuencias 
positivas y algunas consecuencias poco o nada deseables. Obviamente, en esto siempre hay un degradé de 
situaciones: desde las positivas hasta las más indeseables. En estos últimos ocho años en el Uruguay ha 
existido un conjunto de impactos y de consecuencias extremadamente positivas que el país no conoció en las 
cinco o seis décadas anteriores. Esto es producto de distintos factores, algunos externos y, otros, producto del 
esfuerzo nacional. Cuando menciono el esfuerzo nacional lo hago en un sentido muy amplio: en el sentido 
productivo, de la calidad institucional, de las regulaciones que se establecieron, en la forma como el país se 
insertó en el mundo, etcétera. Es decir que no es solo un problema de incremento del precio de los 
"commodities". Esa es una de las razones. A mi juicio muy modestamente es una razón extremadamente 
pequeña para analizar el crecimiento del país. Creo que para analizar el crecimiento del país, que tiene base 
en el aumento de precio de los "commodities", también hay que tener en cuenta cómo fue cambiando el 
mercado mundial, la aparición de nuevos actores, de otro escenario y cómo Uruguay se insertó en ese nuevo 
escenario. Es ahí donde hay cambios relevantes. 


La segunda razón tiene que ver con la inserción en nuestra región, con la vinculación que han tenido las 
economías agrarias de Argentina y Brasil, que son muy dinámicas. Hay que tener en cuenta que estos países 
son nuestros vecinos de la región o, como se dice ahora, del barrio, del que no nos podemos mudar, que está 
en un proceso de integración como el MERCOSUR, que estimula y vincula las economías. 


Estas dos razones se expresan en una tercera que es muy relevante. Se trata de la fuerte inversión y el cambio 
tecnológico acontecido en el sector agropecuario en estos últimos años. Ha habido inversión en la fase 
primaria y en la de transformación y comercialización, sin la cual el país no podría haberse insertado de la 
manera que lo hizo en el mercado, haber capturado los mejores precios que el mercado ofrecía y haberse 
colocado en una posición óptima en ese mercado mundial, como muchos otros países no pudieron hacerlo. 


La cuarta razón está en la calidad institucional y en las políticas económicas. 


Todo esto genera ese cambio y, obviamente, se produce una competencia intersectorial muy fuerte por los 
recursos naturales, detrás de los cuales está la captación de la renta de tierra. Esto está en la naturaleza de los 
análisis de todos los economistas, clásicos o neoclásicos. 


El problema que se presenta es entender qué implica el precio de la tierra. Justamente, el precio de la tierra 
está explicando la mayor renta económica que se genera con ese recurso natural. El tema es que ha habido 
procesos que valorizaron la tierra como producto de nuestro esfuerzo como país en el sentido global que 
mencioné. En ese sentido, en la exposición de motivos del proyecto de ley hay una evaluación y no me 
resulta claro si la valorización de la tierra está bien o está mal. Creo que es muy bueno para el país, porque ha 


hecho cambiar variables económicas sustantivas que quebraron una forma de producción arcaica y superada 
que nos mantenía en situaciones de pobreza y de estancamiento económico generalizado. Al decir esto 
simplifico, pero lo llevo a los análisis que todos los economistas agrícolas compartíamos. A pesar de todas las 
corrientes teóricas, básicamente todos los economistas y sociólogos agrarios del Uruguay compartieron un 
par de aspectos sustantivas. El primero es la falta de crecimiento del sector agropecuario por muchas décadas 
y el segundo es que esa falta de crecimiento que nos envolvía en situaciones de pobreza, que fueron 
analizadas por muchos actores en distintos estudios, estaba basada en la necesidad de cambio técnico. Esto lo 
podemos apreciar si nos remitimos a la Comisión de Inversiones y Desarrollo Económico, al Instituto de 
Economía de la década del sesenta y a los estudios del Banco Mundial de esa misma década. Me refiero a la 
década del sesenta pero lo podríamos seguir en los debates de los años noventa y en los que se han dado 
recientemente. 


Este proceso ha quebrado algo en lo que todos los economistas agrarios del Uruguay coincidíamos y ha 
modificado el perfil productivo con un fuerte cambio tecnológico, no solo en el sector primario sino en la 
cadena hacia adelante. Eso es lo que nos está permitiendo usufructuar una situación diferente a la que el país 
tenía en años anteriores. Obviamente, todo está basado en la renta de la tierra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pido disculpas porque debo retirarme ya que tengo un compromiso y me 
están esperando. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Asti) 


SEÑOR GARCÍA.- El resultado neto económico que nos muestra el Plan Agropecuario está entre 40% 
y 70% por hectárea. En ese sentido, el peso de US$ 7, US$ 12 o US$ 16 es una cosa. Sin embargo, si 
vemos que en promedio un tenedor de tierra puede estar cobrando alrededor de US$ 250 por 
arrendamiento a la macroagricultura, el peso es otro. A esto me referí. 


El caso de los paquetes tecnológicos puede quedar para otra discusión. Hace rato que los productores 
ganaderos de este país han aprendido a usar grano húmedo y a hacer reservas forrajeras. Todos sabemos que 
las cifras de DIEA lo ha dicho el señor Ministro, por ejemplo, sobre la siembra de sorgo en Uruguay, no dicen 
la verdad, porque, de acuerdo con la venta de granos, son cien mil hectáreas por arriba de lo que está 
contabilizado por las encuestas agrícolas. O sea que hay una enorme producción de sorgo grano que se hace 
en los predios ganaderos que no está contabilizada. Por eso, el Ministro Aguerre dice que los mexicanos están 
adentro. 


Además, para mí, con esto se abre un interesante horizonte de posibilidades, visto la productividad que tiene 
el sorgo en el país y su estabilidad entre año, en cuanto a que en la agricultura pueda aparecer como un rubro 
competitivo con la soja en los veranos. Una de las cosas que hay que tener presente es que nuestro 
comportamiento tecnológico de productividad primaria por hectárea en soja es el peor de la región y va para 
atrás. No hemos podido bandear los dos mil kilos por hectárea, debido a múltiples razones, entre otras por la 
tecnología de escala que trata igual todo tipo de tierra. Como estamos en Uruguay, no en la zona núcleo de la 
pampa húmeda donde hay una enorme uniformidad de suelos muy buenos, se termina promediando la 
utilidad de suelos muy buenos que tenemos con suelos muy malos que se tratan y se plantan igual. Además, 
hay que sumar una serie de problemas de degradación que existen en el suelo y acumulación de 
enfermedades y plagas cuando se trata de monocultivo. 


El tema es mucho más complejo. Simplemente queremos advertir que un instrumento aplicado igual, sin 
discriminar sistema de producción y cadenas productivas, va a impactar de diferente manera. Entonces, el 
traslado de ese impuesto a los grandes arrendadores como sabemos, la soja es el principal cultivo del país en 
tierras arrendadas; anda entre el 80% y el 90% no es lo mismo que en las extensiones del basalto. Menciono 
el basalto porque, cuando predomina en los suelos superficiales, tiene muy pocas alternativas para otros usos. 
En la zona de las sierras, donde hay suelos históricamente considerados superficiales, con Índice CONEAT 
relativamente bajo, la alternativa es la forestación porque buena parte de esas tierras son de prioridad forestal. 
En el basalto no hay nada. Paquete tecnológico sí hay. Se trata de tener capacidad de trasladar recursos 
cuando hay déficit o de manejarlos en los momentos críticos, y de atender las necesidades de alimentación de 
un rodeo de cría. Eso tiene sus costos y pesa mucho más en la ecuación, porque termina en los resultados que 


comentábamos. Es la voz más débil de toda la cadena productiva del Uruguay, sobre todo porque no está 
encadenada y donde cada componente compite con el anterior. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Sin lugar a dudas, la intervención de la delegación ha sido muy enriquecedora y 
nos ha dejado algunos materiales que aportan al debate que se está generando a partir de la iniciativa 
del Poder Ejecutivo. 


Evidentemente, un impuesto de estas características afecta de manera distinta las numerosas producciones, 
porque está asociado a la propiedad de la tierra y no a la producción en sí. El impuesto tiene como objetivo 
grabar la concentración de la propiedad, independientemente de las actividades productivas que allí se lleven 
adelanten y de la renta que se obtenga sobre ese bien, porque parte de la base aunque esté en debate si el 
proceso de concentración de tierras se ha incrementado o no, porque todavía no tenemos los resultados del 
censo agropecuario de la distribución del activo tierra. Si lo comparamos a partir del Índice de Gini, estamos 
en un 0,76, con respecto a la propiedad, no al uso, porque también hay un proceso de concentración en la 
tenencia, que está referido a determinadas actividades agropecuarias que toman como base, precisamente, el 
arrendamiento de tierra y no la propiedad. De todas maneras, el Índice de Gini repito establece un 0,76 en la 
concentración de la propiedad de la tierra. Evidentemente, la discusión sobre la concentración de la 
propiedad es muy diferente a la de los años sesenta, cuando se hablaba del latifundio improductivo. Hoy el 
latifundio improductivo no existe o, por lo menos, está en extinción. Lo que hay son fuertes inversiones de 
capital, con nuevos paquetes tecnológicos que, producto de la escala, generan rentabilidades. 


Una de las preocupaciones en el tema de la cadena cárnica es el sector de cría porque, de hecho, es el que 
obtiene menores rendimientos o menor renta. Es una preocupación recurrente de varias delegaciones que han 
concurrido a la Comisión el tema del sector de cría y de cómo lo protegemos en este sentido. La pregunta es 
si tenemos datos de cuántos productores que tengan como única actividad la cría tienen más de 2.000 
hectáreas con Índice CONEAT 100. En la exposición de motivos del proyecto se dice que este impuesto 
estaría gravando a unos 1.200 propietarios. ¿Cuántos de esos 1.200 propietarios son criadores? Hago esta 
pregunta porque el impuesto grava a partir de ese número y esa cantidad de propietarios, y ha sido un planteo 
recurrente de varias delegaciones. Por tanto, conocer la cantidad de estos criadores se torna interesante para 
el análisis de la Comisión en cuanto a las franjas que está estableciendo. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Mi pregunta refiere a lo que planteaba el profesor Vassallo en cuanto a la 
aplicación de un sistema progresional y no progresivo. Esto estaría indicando, por un lado, el objetivo 
de recaudar, porque hay una estimación de recaudación por este impuesto. El hecho de una aplicación 
progresional nos estaría llevando a tener que recurrir a más franjas impositivas, porque hay una 
relación entre la cantidad de franjas y la posibilidad de recaudación de un impuesto, en la medida en 
que se aplique en forma progresional. Ya sabemos cuál es la población pasiva sobre la cual va a recaer 
el impuesto: hay una estimación que dice que serán unas 5:000.000 de hectáreas. Entonces, esas 
5:000.000 de hectáreas van a aportar determinado monto por concepto de tributos si se aplica una 
escala progresiva. Sin embargo, si se aplica una escala progresional, basada en la misma alícuota, 
notoriamente habrá una recaudación mucho menor. 


Quisiera saber si concuerdan con que el hecho de pasar a una aplicación progresional necesariamente 
implicaría tener que incluir mayores alícuotas en la instrumentación impositiva. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Acá se ha hablado del valor de la tierra y de la valorización que ha tenido en 
este último proceso de ocho años. Siempre estamos buscando la posibilidad de que, como decía el 
profesor Vassallo, haya mayor inversión en el país, precisamente, a raíz de la mayor aplicación de 
nueva tecnología para aumentar la productividad. ¿Dónde estaría seguramente esto será distinto para 
cada una de las producciones el punto de equilibrio entre comprar una hectárea más de tierra o 
invertir para, en la misma cantidad de tierra, obtener una mayor productividad? 


La segunda pregunta es la siguiente. Según algunos datos preliminares que se han manejado en la Comisión, 
quizás el censo esté comprobando una disminución del número de productores con respecto al censo anterior, 
lo que llevaría a la conclusión de que hay una mayor concentración de la tierra, simplemente teniendo en 
cuenta el número de productores. ¿Existen algunos datos en esos avances que muestren si esa concentración 


se dio para superficies mayores a 2.000 hectáreas con Índice CONEAT 100 o también se ha dado para 
superficies menores a esa cifra? 


SEÑOR VASSALLO.- Voy a hacer algunas apreciaciones, y seguramente mis colegas complementarán 
con otras ideas o visiones. 


Obviamente, como dijo el señor Diputado Asti, todavía no tenemos resultados del censo agropecuario; se ha 
hecho aproximadamente la tercera parte. Sin embargo, una apreciación personal, teniendo en cuenta distintos 
elementos, es que sí hay una concentración de la tierra y también una extranjerización. Esta es una 
apreciación. Hay informaciones, etcétera, pero no son suficientes como para aseverarlo, pero creo que ese 
será el resultado del censo. Eso hay que mirarlo con atención y con cierto grado de preocupación, tal como lo 
afirmo en el documento que distribuí. 


En cuanto a lo que preguntó el señor Diputado Asti sobre el punto de equilibrio, precisamente, una de las 
cosas que traté de explicar es que se han roto los puntos de equilibrio clásicos, por lo menos en los últimos 
ocho años. 


Previsiblemente en el futuro próximo aunque uno nunca sabe qué va a pasar más adelante, inclusive me 
arriesgaría a decir a un mediano plazo, no vamos a tener puntos de equilibrio consolidados como los tuvimos 
durante décadas, porque teníamos una producción y una tecnología tradicional de poco cambio, y eso varió 
radicalmente por muchas razones. En primer lugar, hoy el mundo tiene una dinámica impresionante que, 
además, entra en el país por todos los poros, porque nos vincula el mercado financiero, el mercado de 
productos, el mercado de la tecnología y todos los mercados, y el mundo está convulsionado; no solo el 
mundo del precio de los "commodities" sino el mundo en general. El mundo del futuro no tiene certezas; es 
un mundo de incertidumbres. Discúlpenme, porque sé que esto es menos científico, pero es una apreciación 
que uno saca observando las cosas. 


Creo que es un mundo de incertidumbres, y comparto esta reflexión con mis alumnos, diciéndoles que hay 
que aprender a manejarnos en un mundo que va a estar cambiando y que no tiene parámetros rígidos, porque 
a veces creen que el agro es algo más rígido. En esa impresión; no sé cuál será el punto de equilibrio. 


Por otra parte, el punto de equilibrio depende de qué actividad productiva se desarrolle. Hay actividades 
productivas como la ganadería en la que al productor le sirve comprar una hectárea más; la forestación es otra 
y la agricultura es otra. Los precios de uno pueden subir mientras que en el otro se estancan relativamente o 
bajan. 


Creo que la otra bondad de lo que nos ha pasado en estos últimos ocho o nueve años es que hemos 
diversificado las actividades productivas en términos significativos. No es que no conociéramos nada de lo 
que hacíamos. Hemos diversificado en términos significativos, de peso, en la economía agraria y en la 
economía final 


Hoy el problema es otro. 


Mi colega Arbeleche hacía mención a ciertos resultados del Plan que son efectivos, pero hay que hacer un 
comentario complementario. El Plan dijo que estos resultados son los mejores de los últimos ocho años. No 
es el promedio, no es la constante, sino resultados excepcionales. Este es el producto de una acumulación. 


Si analizamos otros años con los precios de hoy, puede ser que haya un equilibrio, pero también hay otro 
razonamiento. Hay productores que arriendan en un campo para agricultura y reciben precios de 
arrendamiento muy altos y, a su vez, ellos subarriendan en otros lugares para trasladar su ganadería. 
Entonces, pagan precios de arrendamiento que no son explicables estrictamente por el tipo de suelo 
CONEAT. Eso es algo que este proyecto pasa por encima, porque simplifica el análisis. Hoy, el análisis del 
sector agropecuario es muchísimo más complejo que hace veinte años. 


SEÑOR MUJICA.- Entiendo la variabilidad que está explicando. Creo que es lógica y, además, la 
producción agropecuaria es muy diversa y, por lo tanto, los puntos de equilibrio deben ser uno para 
cada actividad. Pero, ¿no hay una lógica constante que dice que cada vez que el paquete a aplicar es 
más caro que comprar otra hectárea va a ser más conveniente comprar otra hectárea y aumentar la 


producción y la renta de la tierra sin aumentar la productividad? ¿No es una fórmula que tiene cierta 
constancia en el tiempo pese a todas las variaciones que puede haber? 


SEÑOR VASSALLO.- Por supuesto que la tecnología es más cara, pero el precio de la tierra lleva a 
incrementar la tecnología. Ese es uno de los grandes cambios que tenemos ahora. 


Me parece que el manejo de la interpretación del precio, cómo se genera, cómo lo afectamos y cómo traemos 
la renta es un tema de enorme preocupación. Si lo simplificamos por una variable de Indice CONEAT, creo 
que se simplifica en exceso. 


Reitero que comparto el objetivo final. No es conveniente una gran extranjerización ni una gran 
concentración. Creo que hay que tener equilibrio. Nadie sostiene que con esto vamos a resolver la 
concentración y la extranjerización. Quizás, apenas se limite, se frene o se controle. Si esa es la situación, 
pero ponemos en riesgo el resto de los factores positivos del proceso, hay que evaluarlo bien. No hay que 
extremar las cosas. No vamos a controlar toda la concentración ni a poner en riesgo todo el proceso de 
crecimiento. Hay que evaluar todo suficientemente bien para ver cómo se equilibran los factores. No se 
afectan los factores positivos y se frenan o disminuyen las consecuencias negativas. 


SEÑOR ARBELECHE.- Con respecto a la pregunta de cuántos productores con más 1.200 hectáreas 
son criadores, diré que DICOSE es la que tiene los datos y se pueden procesar de un día para el otro. 
Habría que hacer una relación vaca de cría-novillo por formulario declarado en DICOSE y ver la 
superficie total CONEAT. Ambos datos los tiene DICOSE. Nosotros obtenemos los datos que ya fueron 
procesados y estratificados. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Entiendo que el dato se puede obtener de DICOSE, pero lo que se fundamenta es 
que este impuesto podría afectar a la ganadería de cría. Estamos hablando de que el impuesto 
solamente afecta a aquellos predios mayores a 2.000 hectáreas. 


Han sido varias las delegaciones que fundamentaron que el impuesto va a afectar de manera diferente a las 
distintas producciones agropecuarias. Entienden que la ganadería de cría es una de las que, por no tener una 
cadena y menor rentabilidad, será afectada por este impuesto de manera diferente, y ese podría ser un 
problema. Para sustentar ese análisis, mi pregunta es: ¿cuántos son los productores de cría que tienen más de 
2.000 hectáreas CONEAT 1007? 


SEÑOR ARBELECHE.- De los cerca de 50.000 productores que teníamos o tenemos no sé, 38.000 son 
ganaderos, 1.000 deben ser agricultores y 4.000 lecheros. Entonces, uno podría sostener que los 1.200 
productores que tienen más de 2.000 hectáreas preferentemente están abocados a la forestación o a la 
ganadería de cría o de ciclo completo, sobre todo porque, en general, el tamaño de los de cría es mayor 
que el de los de invernada. 


Tengamos en cuenta que el censo agropecuario releva empresas agropecuarias, no propietarios. Entonces, una 
misma persona puede tener 5, 10 o 20 empresas y el censo lo toma como veinte cosas diferente. Esa es la 
normativa del censo. 


SEÑOR GARCÍA.- Voy a referirme a unos cuantos cabos sueltos que fui anotando. 


A mí me preocupa muchísimo más la concentración de la tenencia que la concentración de la propiedad, y 
este proyecto no ataca eso y, por lo que dije al principio, quizás lo puede agravar. ¿Por qué me preocupa esto? 
| Hace un par de semanas se realizó en Paysandú el Il Simposio Nacional de Agricultura, organizado por la 
Facultad de Agronomía. En la parte final, nuestro referente en agricultura, el profesor Oswaldo Ernst, en una 
mesa que compartía con el señor Ministro, presentó información según la cual el aumento del producto bruto 
agrícola, que ha sido sensacional en los últimos tiempos, solamente un tercio corresponde al aumento de 
producción y no es necesariamente productividad por hectárea, por lo que decía anteriormente y dos tercio 
corresponden al precio. 


¿A dónde voy con esto? A que la principal actividad en tenencia concentrada y en manos predominantemente 
no uruguayas está agarrada con un alfiler. Eso es extremadamente riesgoso para los recursos naturales, y es 
una de las preocupaciones que tengo. 


Por otro lado, con respecto a la propiedad quiero mencionar que conocemos una empresa, que invitamos a la 
Facultad para que nos hiciera una presentación acerca de cómo era su negocio, por lo diferente, que sí 
aumenta propiedad. Me refiero a UAG, Unión Agriculture Group, empresa de gestores uruguayos que captan 
fondos de inversión internacionales y los aplican con la lógica de que primero su inversión es la tierra. 
Fundamentalmente, aterrizan fondos de inversión de fondos de retiros. Nos contaron de los bomberos de 
Ontario, de las enfermeras de Nueva York y de un montón de cuestiones más 


Entonces, me pregunto: ¿no podremos liberar las amarras a nuestras AFAP como una forma de nacionalizar 
recursos? Curiosamente, en el seminario con esa empresa nos dijeron que el 96% de las casi sesenta mil 
hectáreas que tenían la compraron principalmente a brasileños y argentinos. Nos decían con razón porque es 
una empresa que figura como uruguaya, que estaban nacionalizando tierra. 


La cuestión es que no se da más la lógica de comprar para ganar y especular, es decir, poner un candado en la 
puerta e irse para su casa; es imposible, todo el mundo quiere sacar una renta de algo tan valioso, y sabe que 
la va a obtener. Entonces, hay una diferencia muy grande entre propiedad y tenencia. Eso es muy importante 
y creo que el proyecto no lo recoge. Si lo tuviéramos en cuenta quizás hasta llegaríamos a la conclusión de 
que deberíamos dejar de gravar de manera diferente esas cuestiones. 


Con respecto a la pregunta del señor Diputado Pardiñas sobre las franjas, me pregunto por qué no podríamos 
considerar una función continua por hectárea. Está bien, se puede poner un límite a partir de determinada 
cantidad de hectáreas para arriba. ¿Por qué no transformamos una función discreta de tres escalones o más en 
una función continua? Es nada más que un ejercicio matemático, aritmético. Eso podría evitar situaciones en 
las que, por ejemplo, por diez hectáreas más o menos se esté, o no, dentro de determinada franja. 


Hay una cuestión que subyace, pero que vale la pena recordar y grabársela a fuego: estamos hablando de un 
bien, de la tierra, que es finito, que no es igual a ningún otro bien, y es deteriorable. Es nuestro único recurso 
no recuperable si lo perdemos. Y acá está hablando el profesor de conservación de suelos. Por lo tanto, el 
cuidado de ese recurso está en la base más importante de la soberanía. Desde luego, estoy colaborando todo 
lo que puedo con el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca en su campaña de conservación de suelos, 
pero esto tiene que ver con qué usos alentamos o desalentamos, o si llevamos parejos los tientos para que la 
diversidad productiva del país se mantenga 


Me parece que estas cuestiones no pueden escapar al análisis de los legisladores. 


SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ.- Con respecto a lo que dice el señor Decano, en cuanto a que hay que 
atacar el problema de la tenencia de la tierra y da los porcentajes, ¿se refiere a limitar la tenencia o al 
control estricto del uso de la tierra? Hago esta pregunta porque se podría caer en el mismo problema 
que se estaba planteando respecto a la propiedad; si se limita la tenencia hay que tener en cuenta que 
hay determinadas explotaciones que exigen un predio determinado. Cuando el Decano habla del 
control de la tenencia, ¿se refiere a un mayor control sobre el uso del suelo que ya se intentó, a través 
de una ley, si no me equivoco del año 2008, que se supone que hay que perfeccionar, que es en lo que 
tenemos cierta debilidad? 


SEÑOR GARCÍA.- Con respecto al control del uso del suelo, lo que se está haciendo a través de los 
planes de uso es un buen camino. Y no lo inventamos nosotros, sino que viene de Estados Unidos; lo 
que acá hicimos fue desarrollar, calibrar y validar la herramienta técnica para poder hacerlo. Esto 
tiene la virtud de poner un límite en una estimación de erosión, que es discutible y que, al final, es 
político y termina siendo una norma, así como es político cualquier nivel de contaminación que se fija 
en nitratos o en lo que quieran, en las aguas o en el aire; ese límite tiene un fundamento de 
conocimiento científico, pero termina siendo un límite político y, como tal, puede ser movible 
políticamente 


No se le dice a la gente qué hacer, sino cómo evaluar lo que hace sin pasarse de ese límite. Desde luego que 
nosotros sabemos qué cosas se pueden llegar a hacer en los distintos suelos del país con la tecnología que 


conocemos, pero no se le dice a nadie qué es lo que debe hacer, sino qué límite de erosión estimada según un 
cierto protocolo, que es un modelo no debe sobrepasar. Creo que ese es un muy buen camino. Es un primer 
paso y es muy difícil llevarlo adelante. 


Nosotros tenemos una legislación relativa a este tema que pena, que multa. En otros lugares se hacen estas 
cosas para acceder a beneficios, que es distinto. 


Con respecto a limitar, acá estamos hablando de impuestos a la ganancia por la valorización de la tierra. Yo 
estoy hablando de eso. En otros países, para limitar la propiedad se están poniendo límites. Sin ir más lejos, 
en este sentido hay una ley a consideración del Parlamento argentino y otra en Brasil. Creo que esto los 
obliga a ustedes, desde un punto de vista de integración regional, a estar atentos y ver cómo se compatibiliza 
una cosa con la otra de manera de no generar un desequilibrio. 


Creo que es bastante claro por qué se dio el "boom" agrícola en Uruguay, que vino de Argentina: por el 
aumento violento de las detracciones a los granos y, en particular, a la soja. Cuestiones de esa naturaleza 
explican cambios enormes a nivel regional. Uruguay tiene la soja como principal cultivo a dos mil kilos por 
hectárea, y no es lo mismo que en Argentina, que lo tiene a tres mil quinientos, o que en Brasil. ¿Y por qué 
seguimos con esto en Uruguay? Porque cuando se suma todo hay algo que no entra, que son las detracciones. 
Eso hay que tenerlo presente. 


Yo me refería a que la preocupación por la concentración y la extranjerización está en la propiedad. A mí me 
preocupa menos la propiedad que la tenencia. Es más peligrosa la tenencia, el uso real de la tierra. Además, 
estas empresas no compran tierra ni máquinas, solo gerencian capital. Creo que esa es una forma de estar 
libres de equipaje, de manera que si en algún momento cambian las condiciones económicas, puedan 
moverse sin tener que liquidar activos. La forestación está mayoritariamente desarrollada en tierras propias. 
Y hubo una política de dar préstamos blandos y exoneraciones impositivas para que se compraran tierras 
forestales y se plantara forestación. Después de que tengo árboles, estoy atado, por lo menos, por diez años y 
la esperanza es que esas tierras sigan siendo forestales para siempre. 


También se desarrolló una industria y se vio cómo agregarle valor al producto en el país, eso me parece 
fenómeno. Por ejemplo, hoy Weyerhaeuser aparentemente tiene su mercado cerrado, pero a pesar de que 
cierra su planta, los árboles están ahí creciendo y en algún momento se reanudará la actividad. En cambio si 
hubiera un evento de esa naturaleza con los cultivos de granos, de golpe el Producto Bruto del país quedaría 
en el sótano. De todas maneras, en los discursos y en la consideración esto no llama tanto la atención cómo lo 
otro. Sin embargo, hay que tener en cuenta que el riesgo que tiene es el que decía el profesor Vassallo en el 
sentido de no saber si atrás de una inversión hay una soberanía extranjera que nos está comprando, pero no 
mucho más. Francamente debo decir que no conozco ninguna demostración científica de que son mejores 
propietarios los uruguayos que los extranjeros. 


SEÑOR VASSALLO.- Quería hacer una apreciación complementaria de lo que termina de decir el 
Decano y está vinculada con algún comentario que hizo el señor Diputado Mujica acerca de la renta. 


La visión más tradicional del tema de la renta y de los economistas es la siguiente. Básicamente, la renta era 
apropiada por el terrateniente. Uso la terminología clásica. Sin embargo, en el sistema actual no puedo 
afirmarlo rotundamente, pero tengo bastantes elementos y convicción la renta de la tierra se distribuye de una 
manera más compleja y cada vez menos el terrateniente fija el alquiler, el arrendamiento, para apropiarse de 
la renta de la tierra. A su vez, el arrendamiento es cada vez más no es algo de ahora, viene desde hace algún 
tiempo el fruto de una negociación más compleja. Creo que el empresario productor tiene un rol mucho más 
importante porque el capital que pone encima de la tierra puede llegar a ser mucho más significativo en 
algunos casos. Por lo tanto, también pauta la parte de la renta de la tierra que adquiere. 


En los "pool de siembra" y otros sistemas complejos en los que los actores son varios hay una distribución de 
la renta de la tierra. Si se carga impositivamente al terrateniente, al propietario, en realidad se está cargando a 
uno solo de los actores que distribuyen la renta. 


La renta se distribuye de una manera más compleja y no es solo tasa de ganancia empresarial. Existen los 
"pool de siembra" y los gestores de la siembra, que son los grandes concentradores de la tenencia. Creo que 
ellos captan una parte sustantiva de la renta, sobre todo cuando están aplicando tecnología, con 


productividades importantes. Ellos captan una parte significativa, y son sectores que están afuera de esta 
discusión. Entonces, también habría que discutir esta apreciación en ese sentido. 


SEÑOR MUJICA.- No creo que esto agregue mucho al tema en discusión. Mi pregunta iba 
básicamente por el lado de que hay una premisa para los criadores de suelos de basalto, que dice que 
van a dejar la actividad, van a faltar más terneros que los que faltan ahora, etcétera. Sin embargo, esto 
podría leerse de otra manera: van a aplicar más tecnología, van a producir más por hectárea en vez de 
elegir extenderse en tierras manteniendo la misma productividad baja. 


Por otra parte según lo entiendo yo y por eso digo que no es una discusión para este momento, la renta de la 
tierra se la apropia siempre el propietario. Cuando este, además, es empresario, tiene una rentabilidad de la 
producción que está castigada con IRAE, pero la renta de la tierra siempre está. Y el Uruguay no tiene 
frontera agropecuaria. Quiere decir que toda la tierra está en régimen de producción y, por lo tanto, los 
millones de hectáreas productivas que tenemos no recuerdo si son 14, 16 o 17 millones están produciendo 
renta de la tierra. Un proceso de apropiación concentradora concentra la apropiación de la renta, no solo de la 
tierra. Además, es un proceso que concentra la apreciación de la tierra, no solamente la rentabilidad de las 
producciones que se generan sobre ella. 


Entonces, este impuesto intenta paliar o contribuir a hacer más equitativos esos fenómenos que se producen. 
Obviamente, comparto la inquietud por la tenencia, por el modo en que se produce. Yo diría que la intensidad 
de los escollos que tengamos para gravar la concentración de la propiedad indicará las posibilidades políticas 
reales de avanzar en otras formas de imponer concentraciones en la tenencia y de imponer las ganancias que 


se tienen por la producción agropecuaria. 


A veces, a partir de esta discusión, se entra en el juego de la mosqueta: cuando quiero imponer una cosa, me 
hablan de imponer la otra y cuando hablo de imponer la otra, me hablan de la que falta. Yo digo que hay que 
empezar por alguna y elegimos esta. 


De todas maneras, quiero agradecer sus aportes porque han sido muy instructivo y seguramente la versión 
taquigráfica de sus intervenciones nos van a enriquecer mucho el debate de este asunto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a los invitados su presencia. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


